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1. DICTAMEN DE AUDITORIA GUBERNAMENTAL CON ENFOQUE INTEGRAL MODALIDAD ESPECIAL 
Doctor

PEDRO RODRIGUEZ TOBO
Secretario Hacienda Distrital

Carrera 30  No. 24 - 90

Bogotá, D. C.

La Contraloría de Bogotá, con fundamento en los artículos 267 y 272 de la Constitución Política y el Decreto 1421 de 1993, practicó Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral - Modalidad Especial a la Secretaría de Hacienda Distrital – Dirección Distrital de Impuestos (DDI), a través de la evaluación de los principios de economía, eficiencia, eficacia y equidad con que se administraron los recursos puestos a su disposición y los resultados de la gestión relacionada con las potestades tributarias de administración, control, fiscalización, liquidación, discusión, recaudo, devolución y cobro del impuesto de industria y Comercio (ICA), para las vigencias 2004 y 2005; de conformidad con las normas legales, estatutarias y procedimientos aplicables y la evaluación del Sistema de Control Interno.

Es responsabilidad de la administración el contenido de la información suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá. La responsabilidad de la Contraloría de Bogotá consiste en producir un informe Especial que contenga el concepto sobre la gestión adelantada por la administración de la Secretaria de Hacienda Distrital – Dirección Distrital de Impuestos.

El informe contiene aspectos administrativos, financieros y legales que una vez detectados como deficiencias, serán corregidos por la administración, lo cual contribuye al mejoramiento continuo de la organización y por consiguiente en la eficiente y efectiva producción y/o prestación de bienes y servicios en beneficio de la ciudadanía, fin último del control. 

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con las normas de Auditoría Gubernamentales, compatibles con las de general aceptación, así como con las políticas y los procedimientos de auditoría establecidos por la Contraloría de Bogotá; por lo tanto, requirió, acorde con ellas, de planeación y ejecución del trabajo de manera que el examen proporcione una base razonable para fundamentar el concepto expresado en este informe. La revisión incluyó el examen sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan la gestión de la entidad, las cifras y el cumplimiento de las disposiciones legales. 
Concepto sobre Gestión y Resultados 

La evaluación al Sistema de Control Interno en la Dirección Distrital de Impuestos - DDI, obtuvo una calificación de 2.3 situándose dentro de un rango regular, con un nivel de riesgo mediano, lo que afecta la eficacia, eficiencia, confiabilidad y calidad del Sistema de Control Interno.

La anterior calificación es el producto de las debilidades observadas en la fase de Administración del Riesgo y en la fase de Operacionalización de los Elementos, particularmente en el procedimiento implementado con el objeto de realizar la gestión de cobro; en  el componente Sistemas de información, la falta de mecanismos efectivos de control en el manejo de la información tributaria y del archivo de expedientes.

La Dirección Distrital de Impuestos con relación a la labor de cobro del Impuesto de Industria y Comercio, no cuenta con mecanismos de control y gestión coherentes con la magnitud de la misión institucional y por ende presenta un alto nivel de riesgo. 
En este sentido, se observó que los procesos manuales de las dependencias de la DDI, no permiten retroalimentar el sistema de información tributario, por ende, la información segmentada y parcial, genera incertidumbre en las cifras de la cartera, lo que se traduce en una gestión de cobro ineficaz, desgaste administrativo, información no confiable e inoportuna. Coadyuva a lo anterior, el trabajo descoordinado por parte de las Unidades de cobranzas y Determinación de la subdirección de Impuestos a la Producción y al Consumo.
Las inconsistencias de la información que arroja el sistema, son depuradas mediante trabajos manuales o la utilización de herramientas ofimáticas en la Unidad de Cobranzas. Situación provocada, entre otras, por la existencia de múltiples bases de información, baja confiabilidad de la cuenta corriente, congestión de las herramientas automatizadas y rutinas alternas que generan diferentes carteras.

Lo descrito anteriormente, dificultó a este ente de control la posibilidad de determinar si existe una cartera sobrevalorada o subvaluada, incertidumbre originada en vacíos presentados en la depuración y clasificación de la información, cartera prescrita e inconsistencias, atraso de muchos años de la gestión que desborda la capacidad estratégica y táctica de la organización. Atraso que genera un círculo vicioso en el cobro, por la falta de atención de las deudas más antiguas, en particular las que están a punto de prescribir, lo que da lugar a un atraso sistemático en la gestión de las deudas más recientes (cuya probabilidad de recuperación puede ser mayor).

Este desgaste administrativo, hace dispendioso el control por el manejo inadecuado del archivo documental y de los expedientes, lo que no permite establecer estados de cuenta real, seguimiento a las cargas de trabajo o puede implicar pérdida de la información, deterioro de expedientes, pérdida de piezas procesales, alteración de documentos, entre otros riesgos. 

La DDI, no adelanta políticas preventivas suficientes que aconducten a los contribuyentes, los planes y programas de cobro adoptados por la administración, no buscan resolver los rezagos en la gestión de las obligaciones en cobro y controlar en forma eficaz la morosidad de las deudas; estos planes, solamente, exigen la recuperación de un valor de recaudo y no garantizan la oportuna gestión, ni la cobertura total de contribuyentes morosos y obligaciones insolutas.

De otra parte, dado que el insumo indispensable para la cartera de ICA, no posee los atributos de oportunidad y confiabilidad  requeridos para la efectividad de la gestión de cobro, los contribuyentes aprovechan la gestión ineficaz de la administración y periódicamente solicitan la prescripción de las deudas; en otros términos vale decir que la administración distrital no posee directrices claras para la ejecución del proceso de cobro, si bien  estableció  la priorización de la cartera, esta decisión no condujo a actualizar la gestión de las deudas de los contribuyentes, limitándose a interrumpir la prescripción de la acción de cobro. 

Ahora bien, el recaudo presentó un incremento del 13%, al pasar de $1.172.595 millones en el 2004 a $1.339.169 millones para el año 2005, cifra que en términos absolutos equivale a $167.721 millones. Este incremento tiene explicación en el recaudo por pago voluntario, el cual constituyó el 93% y 94%, respectivamente; siendo el restante 7% y 6%, recaudo producto de las estrategias desarrolladas por las Unidades de Determinación y Cobranzas. 

La gestión de la Unidad de Cobranzas presentó una disminución del recaudo en un 2% al pasar de $49.246 millones en el 2004 a $48.085 millones en el año 2005. 

La cartera total
, que incluye otros impuestos, asciende a la suma de $375.806 millones en el 2004 y $334.822 millones en el 2005; de la cual  el 48,1% y 47,5% respectivamente, corresponde a la cartera del Impuesto de Industria y Comercio. Esta cartera presentó una disminución del 13%, es decir, en la suma de $21.467 millones, al pasar de $180.640 millones en el 2004 a $159.173 millones en el 2005.
Es importante precisar que la cartera total de 2005, que incluye los actos oficiales, asciende a la suma de $510.686 millones, teniendo en cuenta solamente Impuesto más sanción; es decir, deja por fuera el valor de los intereses, 54 Nits corresponden al 68% ($347.403 millones) y 326 al 16% ($81.615 millones), donde es importante resaltar, que el recaudo por gestión de cobro frente al total, equivale tan solo al 10%. 

En conclusión la Dirección de Impuestos no ha logrado una recuperación efectiva, eficiente y eficaz de las acreencias acumuladas que apenas  alcanza el 10%,  mientras que las deudas antiguas se incrementaron en el 14% y  representan el porcentaje más significativo del total de la cartera. Así mismo, la prescripción de las deudas, la cual según las depuración de cifras realizada por la Unidad de Cobranzas, calificada en el año 2005; asciende a la suma de $4.604 millones, lo que frente a los hallazgos determinados por este ente de control, sin duda podría ser mucho mayor.

Coherente con lo anterior, el procedimiento de gestión documental y en particular la apertura de procesos, no constituye una herramienta efectiva de gestión y control, respecto de las pruebas y/o actuaciones que permitan tener certeza sobre la necesidad efectiva de iniciar un proceso; en otros términos, al no tener un sistema que proporcione datos o información acertada y confiable, la gestión de cobro en cada caso forzosamente inicia con la recopilación manual de las actuaciones de fiscalización, verificación de la aplicación de pagos, devoluciones y compensaciones a fin de tratar de establecer el estado de cuenta real, y no obstante el despliegue efectuado al interior de  la DDI, se generan providencias (mandamientos de pago), con la sorpresa que en algunos casos, es el mismo contribuyente quien aporta las pruebas de pagos, es decir que aún efectuando la verificación de aplicación de pagos, la cuenta sigue siendo irreal, dicha circunstancia sigue siendo un verdadero riesgo para la administración, especialmente en aquellos eventos en que se decretan embargos y como consecuencia de la escasa y defectuosa información que proporciona el sistema, se cusen perjuicios que se puedan traducir en demandas en contra.

Las situaciones precedentes se tornan más ineficaces si se tiene en cuenta que en la DDI, no hay una práctica tendiente a la acumulación de procesos, pues se evidenció que un mismo contribuyente tiene hasta ocho o más procesos en curso, sustanciados por diferentes funcionarios, lo que podría traducirse en violación al derecho de defensa y al principio de economía. Las falencias en el sistema de información, inciden también en forma directa en los repartos de expedientes, es tal la falta de control que en muchas ocasiones se expiden mandamientos de pago en los que se incluyen obligaciones de vigencias por las que con anterioridad se había proferido  mandamiento, peor aún en aquellos eventos en los cuales a pesar de haberse notificado a la Alcaldía Mayor en calidad de representante del Distrito, la liquidación obligatoria de las empresas deudoras, se continúa expidiendo mandamientos de pago, que obviamente resultaran nulos.

En consecuencia, estas falencias permiten inferir la inaplicabilidad de los principios de economía, celeridad y eficacia por el evidente desgaste administrativo, pérdida de tiempo, duplicidad de tareas y funciones, entre otras; circunstancia que además, causa perjuicios al mismo contribuyente y genera pérdida de recursos al Distrito Capital ante la carencia de una gestión de cobro oportuno y eficaz.

En lo pertinente al sistema de información, la Dirección Distrital de Impuestos –DDI, como principal área usuaria de los sistemas de información tributarios, en la vigencia 2005, mostró algunos avances en el fortalecimiento de la gestión de la información por medio de las herramientas informáticas (SIT II), específicamente en lo relativo a la disposición de la información al servicio de la ciudadanía, a través de medios electrónicos (Página Web), lo cual marca el inicio de una nueva cultura tributaria, descongestionando los despachos y mejorando los niveles de oportunidad para los contribuyentes en el ejercicio de cumplir con las obligaciones tributarias para con el Distrito Capital.  

No obstante lo anterior, a nivel interno, las herramientas informáticas aún no muestran niveles óptimos de implementación, madurez ni estabilización en su operación, acordes con las necesidades institucionales de información, en términos de consistencia y oportunidad para la toma de decisiones, específicamente para las actuaciones de Determinación y Cobro de las obligaciones tributarias, en especial para el núcleo de contribuyentes que tienen deudas pendientes con el erario público, lo mismo que los inexactos y omisos en el cumplimiento de las obligaciones tributarias.

Lo anterior, está originado en deficiencias en los procesos de diseño y dimensionamiento de las  herramientas, atrasos en los procesos de desarrollo técnico, constantes cambios y/o ajustes a los desarrollos, demoras en los procesos de implantación, deficiencias en la integralidad entre algunos módulos y/o aplicativos, demoras en la incorporación de los datos, altos niveles de saneamiento de la información, que impactan en cadena las cifras de contabilidad y cartera, aunado a grandes procesos de reprocesamiento de información, lo mismo que la existencia de procesos manuales críticos en intermedios de los procesos automatizados que afectan la oportunidad de la consolidación de la información financiera del Distrito, hechos que en conjunto hacen que la capacidad actual de los sistemas de información, aún no estén brindando todo su potencial como herramientas de apoyo para la gestión institucional. 

Los resultados presentados, permiten conceptuar que en la gestión adelantada por la Dirección Distrital de Impuestos -DDI, no se acatan las disposiciones que regulan los hechos y operaciones; no se ha logrado la implementación eficiente del Sistema de Control Interno, que le ofrezca garantía en el manejo de los recursos; lo cual ha incidido para que en la adquisición y uso de los mismos no se manejen criterios de economía, eficiencia y equidad. Por lo anterior, el concepto es DESFAVORABLE y se circunscribe a la muestra evaluada de forma selectiva por la Contraloría de Bogotá; en la gestión de cobro del Impuesto de Industria y Comercio. 

Opinión Estados Contables - Cuenta Rentas Por Cobrar 

Es importante señalar que la información que maneja la Dirección Distrital de Contabilidad para sus registros, es la enviada por la Dirección Distrital de Impuestos, si bien es cierto, es la DDI la que certifica los saldos, estos presentan incertidumbre, sustentada en la evaluación de la gestión del impuesto ICA, que permitió comprobar deficiencias en el control, circunstancias que no permite obtener información veraz, confiable y oportuna, lo que conlleva a generar diferentes carteras, y a que se presenten requerimientos de depuración y clasificación en cada una de ellas, lo que demuestra que a la Dirección de Contabilidad, no se envíe información real.  

Referente al procedimiento de la provisión de la cartera, la cual venía siendo observada por la Contraloría de Bogotá, y dada la importancia que reviste dentro de los estados contables, se observó que se tiene una metodología que está siendo ajustada y no ha sido definitiva y oficial, situación que los afecta al presentar cifras provisionales. Sin embargo, debe tenerse en cuenta que hasta tanto no se culmine el estudio técnico, no puede evaluarse su resultado. 

En relación con el saneamiento contable, y teniendo en cuenta que la entidad para el cumplimiento de la ley 716 de 2001, tiene como plazo final 31 de diciembre de 2006, se observa que se han tomado acciones en otros impuestos, como se determinó en las fichas de saneamiento y en las cuentas que conforman las Rentas por Cobrar. Con respecto al impuesto del ICA, al momento de la evaluación se observó que no se ha realizado acción alguna con el objeto de depurar y sanear las cifras de estos rubros.

Teniendo en cuenta que la evaluación se realizó únicamente a la cuenta rentas por cobrar y sus correlativas del impuesto de industria y Comercio ICA, dicho rubro no presenta razonablemente la situación financiera y económica de la entidad a 31 de diciembre de 2005; no obstante, por lo señalado anteriormente y por la importancia de la misma dentro del activo cartera y por lo que representa para el Distrito, los registros cumplen con lo establecido en la normas de contabilidad generalmente aceptadas, determinadas por la Contaduría General de la Nación. 

Consolidación de Hallazgos

El presente ejercicio de control fiscal, arrojó un total de 25 hallazgos, discriminados así: 10 hallazgos fiscales en cuantía de $4.700.5 millones, 12 disciplinarios que serán trasladados a la Personería de Bogotá y 3 administrativos.

A fin de lograr que la labor de auditoría conduzca a que se emprendan actividades de mejoramiento de la gestión pública, la entidad debe diseñar un Plan de Mejoramiento que permita solucionar las deficiencias puntualizadas, en el menor tiempo posible, documento que debe ser remitido a la Contraloría de Bogotá, dentro de los quince días al recibo del presente informe.
El Plan de mejoramiento debe detallar las medidas que se tomarán respecto de cada uno de los hallazgos identificados, cronograma en que implementarán los correctivos, responsables de efectuarlos y del seguimiento a su ejecución. 

Bogotá, D.C., Junio de 2006

PATRICIA RIVERA RODRÍGUEZ

Directora Técnica Sector Gobierno

2. RESULTADOS DE LA AUDITORÍA
2.1 SEGUIMIENTO PLAN DE MEJORAMIENTO

El seguimiento al Plan de mejoramiento de la Secretaria de Hacienda Distrital fue realizado por la Contraloría de Bogotá y sus resultados consignados en el informe de la auditoria gubernamental con enfoque integral modalidad regular realizada en el mes de mayo de 2006. No obstante, es importante señalar que la auditoría especial evalúo la gestión de cobro relacionada con el impuesto de industria y Comercio y que frente a este tema el Plan no consideraba acciones de mejoramiento. 
2.2 EVALUACION AL SISTEMA DE CONTROL INTERNO

La evaluación del Sistema de Control Interno del área resulta del examen de los componentes de integralidad desarrollados en la ejecución de la auditoria Especial. La valoración de las fases y componentes, se fundamenta en lo establecido en el Instructivo para la Evaluación del Sistema de Control Interno Institucional, emanado del Departamento Administrativo de la Función Publica y el procedimiento para la evaluación del Sistema de Control Interno, adoptado mediante la Resolución No. 030 de 2003, expedida por la Contraloría de Bogotá, D. C., en los cuales se establecen los rangos de calificación y niveles de riesgo de los componentes de cada fase, desagregándose en escalas de Bajo, Medio y Alto riesgo. 

La aplicación de los cuestionarios se dirigió a funcionarios de la Dirección Distrital de Impuestos (DDI) en particular de la Unidad de Cobranzas de la Subdirección de Impuestos a la Producción y al Consumo; a fin de establecer el grado de mejoramiento del sistema en la dependencia, el nivel de implementación, de confianza y el valor agregado que aporta al cumplimiento de los objetivos institucionales, garantizando una gestión administrativa eficiente, eficaz, económica y transparente. Así como, el nivel de avance en la implementación del Modelo Estándar de Control Interno MECI.

Resultados de la Evaluación por Fases:

2.2.1. Fase Ambiente de Control

La calificación de la fase ambiente de control es de 3.9, lo que determina un nivel bueno de aceptabilidad y un riesgo considerado bajo. 

Se evidencian mecanismos de socialización e interiorización de los valores institucionales por medio de la divulgación realizada por Internet, intranet, conferencias, charlas, encuestas, documentos de gestión de calidad y campañas de reconocimiento público a los funcionarios. Siendo evidente la difusión y sensibilización sobre el tema,  particularmente con las acciones dirigidas a adoptar el MECI. No obstante, en las evaluaciones de control interno del área se observa que se requiere una mayor utilización de las herramientas informáticas a fin de obtener mayor socialización de los temas tributarios y las decisiones gerenciales. 
Se comprobó que la DDI ha participado en la primera etapa del MECI, relacionada con la planeación, conformando los grupos tanto directivo, como operativo y de evaluación, al igual que las charlas de sensibilización y capacitación para servidores, entendiéndose que todos los funcionarios deben estar comprometidos con la implementación del modelo.

A nivel institucional se cuenta con los Comités: Directivo, Tributario, de calidad y de servicios que son espacios para tratar temas específicos y de los cuales se levantan actas o ayudas de memoria a fin de que sirvan de instrumentos de seguimiento y control. La periodicidad de las reuniones es mensual, conllevando a la implementación de mecanismos de autocontrol y dialogo y la realización del monitoreo de las actividades desarrolladas por los funcionarios de la dependencia, las cuales permiten la verificación del plan de acción, Plan Anual de gestión a nivel directivo, planes ejecutivos y operativos.

Los comités Tributarios, de calidad y de servicios están conformados por la Directora, los subdirectores y los asesores de la dependencia. El comité de servicios integrado por los líderes de servicios, gerente de servicios, coordinadores, tutores tributarios y un profesional de medición quien es la persona encargada de pasar por los puntos de atención y presentar una serie de estadísticas.

No obstante, la comunicación no fluye de manera efectiva, es así como se observa desconocimiento de las decisiones y avances del comité coordinador del sistema de control interno, a pesar de que se socializan mediante reuniones o por la Intranet. Hallazgo Administrativo
2.2.2 Fase Administración del Riesgo.

La calificación de esta fase, es de 1.7 ubicándola en un rango malo y su nivel de riesgo es considerado alto. 

La DDI a pesar de tener identificados los riesgos de alto impacto relacionados con el manejo de la información tributaria no ha implementado acciones correctivas contundentes que le permitan mitigarlos; lo que sin duda representa amenazas para la consecución de los objetivos corporativos y ponen en riesgo el logro de su misión.

En este sentido, se tiene que las cuentas corrientes que se deben constituir en insumo de información base para la ciudadanía respecto de su situación tributaria, y se observó que los procesos manuales de las dependencias de la DDI no permiten retroalimentar dicha cuenta, por ende, se genera información segmentada y parcial, que además queda al arbitrio, en algunos casos, del fuero del funcionario que atiende al contribuyente; provocando desinformación e inconformidad, asumiendo riesgos altos que afectan negativamente la gestión y la imagen institucional.

De otra parte, entre los riesgos se tiene la incertidumbre de la cartera que a la postre genera una gestión de cobro ineficaz y desgaste administrativo, debido a que la información no es confiable, ni oportuna y genera trabajos adicionales de tipo manual que hacen dispendioso el control en la medida en que el manejo del archivo documental y de los expedientes es desordenado y no permiten establecer estados de cuenta real, a pesar de que la administración ha invertido recursos en tareas de depuración a fin de conocer con certeza los contribuyentes morosos y así poder implementar planes operativos de gestión optimizando el recurso humano de que dispone la DDI. 

En este sentido, se tiene que las herramientas manuales e informáticas en la DDI, se manejan de manera aislada y no ofrecen a los contribuyentes información veraz y oportuna, por la carencia de políticas de seguridad y por las deficiencias de los mecanismos de verificación y seguimiento, que en últimas generan alto riesgo en el manejo de la información tributaria, pérdida de la misma, deterioro de expedientes, pérdida y alteración de documentos, entre otros riesgos.

Se tipifican algunos de los riesgos detectados para los expedientes, casos como el nit 800172604 Exhibit Import Export S.A. en donde el mandamiento de pago con número PO01634 de abril 13 de 1999, fue alterado al asignársele un nuevo número 3223 de fecha 22 de diciembre de 1999, sin embargo, en la  citación para notificación se hace referencia al número inicialmente tachado. 

Igualmente, en la Unidad de Cobranzas se señala que los expedientes una vez se tenga la certeza del pago o extinción de la obligación, se expide resolución de cancelación; sin embargo, se comprobó que dicha resolución no se adjunta a los expedientes, como es el caso de Comcel, Financiera Energética Nacional y Banco Granahorrar y Fondo Rotatorio de la Policía Nacional. 
Así mismo, el examen realizado permite concluir respecto del manejo de expedientes, que la custodia le corresponde a un solo funcionario y no existe control efectivo del préstamo; vislumbrando un alto riesgo en cuanto a la reserva, pérdida de piezas procesales e inclusive deterioro de la información allí contenida, máxime cuando algunas providencias o comunicaciones de importancia son aportadas en copia al carbón o fax, las cuales se borran con el transcurso del tiempo.  Hallazgo Administrativo
2.2.3 Fase Operacionalización de los Elementos.

La calificación de la fase es de 1.9 se encuentra ubicado en un nivel malo de aceptabilidad y su riesgo es considerado alto, lo que se ve reflejado en sus componentes:

La firma Bureau Veritas Quality International (BVQI) el 5 de diciembre de 2003 certificó el Sistema de Gestión de Calidad ISO 9001-2000 en la SHD. Certificando, entre otros servicios, la  Administración de Ingresos Tributarios que incluye los procesos de generación de formatos, recaudo de obligaciones tributarias, Control y seguimiento a agentes de recepción y  recaudo, Atención al contribuyente, Asesoría jurídico tributaria, Determinación de la obligación tributaria, Extinción de la obligación tributaria, Registro y actualización de datos, Asesoría política tributaria, Recaudo y control de impuestos al consumo, Divulgación de los requisitos para tributar y gestionar, Pronunciamiento Sobre Actuaciones de las Áreas de Gestión de la Dirección Distrital de Impuestos a Solicitud de Parte, Pronunciamiento sobre solicitudes de exención, Divulgación de Normas y doctrina Tributaria y Actuaciones J.C.A. y Corte Constitucional, Disposición y actualización de la información tributaria, Devoluciones y compensaciones y Notificaciones.

Los procesos y procedimientos de la DDI están identificados en los manuales adoptados mediante la Resolución No. 1161 del 20 de octubre de 2003. De conformidad con la Ley 872 de 2003, la Secretaria logró la certificación de los procedimientos relacionados con la extinción de la obligación tributaria CPR25, dentro de éste, la Administración de Cartera y Cobro el 04/08/2003, la facilidad de Pago 25p05 y representación externa 25p04; procedimientos que han tenido entre seis y dos revisiones, así: el CPR25 seis (6), el 25P05 cuatro, el 25P02 seis y el 25P04 dos. 

Los funcionarios, respecto de la implementación del sistema de gestión de la calidad han participado como usuarios, en capacitaciones, en la notificación de cambios y se ha socializado mediante intranet y a través de clips tributarios, más no fueron tenidos en cuenta de manera directa. Sin embargo, se verificó que con relación al procedimiento de Cartera y Cobro, falta mayor capacitación e interiorización.

El “Manual de Administración de Cartera y Cobro”, Procedimiento 25P04, propone un modelo de organización y clasificación de la cartera y de gestión especializada para el cobro de la misma. En este modelo, la gestión de cobro la efectuarán los ejecutivos de cobro, quienes tienen a su cargo todo el proceso desde el inicio hasta el fin, respecto de un grupo de contribuyentes determinado. Sin embargo, producto de la evaluación a la implementación del procedimiento la DDI se evidenció que no se justa en su totalidad a los lineamientos previstos y a la fecha, existe un compromiso de redireccionamiento o en proceso de mejora permanente. 

No obstante, el inició de la estrategia descrita, en la actualidad es incipiente y no presenta una coherencia acertada, en la medida en que el archivo documental no guarda el mismo direccionamiento que permita consolidar las carpetas por contribuyentes y de esta forma, realizar un control efectivo que conlleve a retroalimentar el sistema de información y a establecer cifras reales de las obligaciones tributarias. Así mismo, la apertura de expedientes debe estandarizar los procedimientos de tal suerte que un proceso o nit consolide las actuaciones de la DDI y no que cada Unidad aisladamente abra procesos sin tener en cuenta las actuaciones de otras dependencias; es decir, un trabajo coordinado entre las Unidades de determinación, Cobranzas, jurídica y demás dependencias de la DDI o de aquellas que por su competencia tengan injerencia en la gestión de cobro.

De conformidad con el Acuerdo 26 de 1998, artículo 18, el cual establece que la Administración Tributaria, debe enmarcar sus acciones dentro de planes y programas dirigidos al cumplimiento de sus funciones, sobre los cuales se debe efectuar la evaluación de la gestión; cada año se desarrollan mesas de trabajo con cada Subdirección para aprobar el Plan Anual de fiscalización y Cobro y el Plan Estratégico de la Dirección, para los cuales a través de la matriz del Plan estratégico y de los Planes Operativos se realiza, mensualmente el seguimiento al cumplimiento de metas y actividades.

De otra parte, la Unidad de Cobranzas de la Subdirección de Impuestos a la Producción y al Consumo para la vigencia 2004, en relación con la planta de personal, la componían 50 funcionarios, de los cuales el 40% de planta; en el año 2005, sesenta y seis (66) funcionarios; donde el 71% lo constituye el personal supernumerario y contratado mediante órdenes de prestación de servicios. Situación que podría afectar la continuidad de la gestión de cobro asignada por contribuyente.

La Unidad de Cobro de la Subdirección de Impuestos a la Producción y al Consumo cuenta con la matriz de programación y ejecución del Plan Operativo Anual, para realizar el seguimiento a los objetivos y metas de la gestión de cobro del impuesto ICA, seguimiento que se realiza de forma manual y que no refleja con certeza la información relacionada con los indicadores. Es así como para el mes de marzo del año 2006 en la actividad relacionada con 25000 llamadas de call center, refiere un cumplimiento del 43% cuando se logró comprobar que para dicho mes no se efectúo esa labor, en razón a que no se gestionaron contribuyentes por medio de tal estrategia persuasiva.

Realizado el seguimiento a las cargas de trabajo, reparto y control de expedientes se tiene que los informes mensuales que presentan cada uno de los funcionarios de la Unidad de Cobranzas, no permiten un control adecuado debido a que les falta claridad y se limitan a la presentación de datos de índole estadístico, sin presentar seguimiento o supervisión, que permita establecer las razones por las cuales se realiza solo gestión frente a un número determinado de nit o registros.

A manera de ejemplo, se tiene el informe de un funcionario de la Unidad de Cobranzas que tramito 12 nits, sin embargo no se evidencia seguimiento a la gestión realizada en el mes de enero. En el mes de febrero se le entregan 87 nits, de estos se devuelven 3 expedientes y aparentemente tramito 12 nits. Para marzo se llevaron a cabo gestiones para 77 nit, es decir, quedaron por gestionar 10. Al indagar al respecto, se señala que el control se ejerce mediante la utilización de una aplicación Acces; no obstante, igualmente, la aplicación no presenta campo alguno que permita establecer el descargue de expedientes gestionados, terminados y/o devueltos, situación que dificulta el control y en últimas afecta la efectividad en la distribución de cargas de trabajo, el reparto de los expedientes y por ende la obtención de cifras a reportar como recuperación de cartera. 

En relación con el soporte tecnológico de la entidad, se observa negligencia tanto de la DDI como de la Dirección de Sistemas, teniendo en cuenta que la Secretaría de Hacienda ha invertido cuantiosos recursos públicos en modernización tecnológica y automatización desde el año 2001 y sin embargo, este insumo indispensable e infalible en la cartera del ICA, no posee los atributos de oportunidad y confiabilidad requeridos para la efectiva gestión de cobro, dado que la cuenta corriente no arroja saldos confiables; en estos términos es imperativo señalar que la información tributaria no presenta niveles aceptables de oportunidad, consistencia y seguridad y por ende no es acorde ni coherente con los requerimientos de la DDI y la  Ciudadanía, pues no hay estados de cuenta que reflejen la situación real de los contribuyentes.
En este sentido, si un contribuyente solicita un estado de cuenta, únicamente va a obtener información de los saldos aplicados y/o pagos realizados, según los tiempos transcurridos entre la fecha de pago y el estado de cuenta; pero en ningún momento se entera si en su contra cursa algún proceso por parte de la DDI, de tal suerte que solo podrá enterarse hasta que opere el mecanismo de la notificación, cuando esta logra efectuarse en forma personal;  En otros términos, no hay forma de que el ciudadano pueda libre y oportunamente acceder a la información completa.

Conforme a lo anterior, no hay posibilidad para que el contribuyente entre a  tomar parte en la política de cultura tributaria pregonada por la entidad, pues en el evento de facilitar tal gestión, la DDI ahorraría  recursos de inversión, pues en varios procesos se logró establecer como los contribuyentes han aportado copia de los pagos que el sistema nunca a reportado y como consecuencia de ello se da inicio a procesos de cobro.

En consecuencia, no existen elementos de integración y trazabilidad automatizados que permitan ejercer monitoreo y control en forma integral a las diferentes actividades y decisiones adoptadas dentro del ámbito de gestión de la DDI, tales como: tipos de procesos, tiempos en ejecución, estados de los procesos, responsables, etapas o instancias en las que se encuentran y resultados obtenido en aquellos que se han finiquitado; entre otros.  

Las omisiones señaladas, generan constante inconsistencia en la información suministrada por el sistema, debilidades que a la postre requieren trabajos manuales por parte de la Unidad de Cobranzas, y como ya se indicó,  afecta la confiabilidad, veracidad de la información y por supuesto genera incertidumbre de las cifras de cartera.

Así mismo, la DDI con el objeto de realizar cruces de información a fin de detectar posibles omisos o morosos, ha suscrito convenios con entidades tales como la DIAN, Data crédito y Notariado y Registro, para realizar consulta a sus bases de datos a través de internet. Respecto del suscrito con la Cámara de Comercio el 15 de abril de 2002, se observó que existen solo dos puntos de consulta y por ende la utilización de esta base de datos resulta inoperante y pierde su efectividad como herramienta de consulta. 

La gestión hasta aquí analizada permite inferir ausencia de directrices claras por parte de la Dirección de Impuestos, para la ejecución del proceso de cobro, pues dado el alto índice de trabajo, la gestión de esta área se ve limitada a interrupción de la prescripción de la acción de cobro, todo ello coherente con las limitantes de la información y cifras reales de cartera; práctica que genera un circulo vicioso en la medida en que siempre existirá el rezago de deudas antiguas y no se procede oportunamente a gestionar las actuales.

Igualmente, no se evidencian mecanismos de verificación y evaluación que permitan realizar el monitoreo de forma diligente y eficaz a los expedientes, pues las unidades inician un sinnúmero de procesos a un mismo contribuyente y son sustanciados por diferentes funcionarios, de tal forma que cada expediente o proceso se controla de manera aislada; dicha circunstancia relacionada directamente  con proceso general de archivo y el manejo de la documentación es una responsabilidad de la Administración, pues en consideración a manejo de los grandes volúmenes de información, no hay la mínima evidencia acerca de la implementación del documento virtual, o por lo menos de la microfilmación u digitalización de los expedientes. dicha circunstancia no solo genera desgaste administrativo, sino que impide un adecuado control que de alguna forma permita advertir aquellas deudas que se encuentren próximas a prescribir a efectos de actuar en oportunidad.

De otra parte, a través del Proyecto de Información Tributaria al Contribuyente, en su componente Pacto por el Tesoro, ha desarrollado desde la vigencia 2005, acercamientos tributarios con los gremios, las comunidades y la ciudadanía en general. Igualmente, se han dispuesto mecanismos tales como el buzón de sugerencias, el correo electrónico opiniontributria@shd.gov.co, instrumentos para generar propuestas que encaminadas al mejoramiento no sólo de la DDI, si no de la atención al contribuyente. Pese a dicho proyecto, está auditoria estableció debilidades en la política preventiva debido a que los resultados indican reincidencia en la morosidad, a tal punto que algunos contribuyentes aprovechan la gestión ineficaz de la administración y solicitan la prescripción de las deudas cuando se cumple el término establecido por Estatuto Tributario. 

En conclusión la DDI para realizar el seguimiento y control de la información tributaria y la gestión de cobro; no cuenta con mecanismos de verificación eficaces debido a que las herramientas manuales e informáticas, se manejan de manera aislada y no ofrecen a los contribuyentes información veraz y oportuna. Es decir, para el manejo de la información se utilizan múltiples bases de información, lo que refleja la carencia de una política de seguridad informática y a su vez de seguridad de los expedientes, baja confiabilidad de la cuenta corriente, congestión de las herramientas automatizadas, rutinas alternas de generación de carteras, entre otras.

2.2.4 Fase de Documentación: 

La calificación es de 2.0 lo que indica que se encuentra en un nivel malo de aceptación y su riesgo es considerado alto.

La Dirección Distrital de Impuestos cuenta con normas y disposiciones internas que le permiten regular las operaciones, son de fácil consulta y aplicación.  Estas son recopiladas y socializadas al interior de la dependencia por medio del Internet e Intranet. 

Se utilizan varios mecanismos de divulgación
 para funcionarios y contribuyentes como son:

Píldoras tributarias: Son  correos electrónicos que contienen información reciente a cerca de nuestra normativa y doctrina tributaria tanto nacional como distrital. Su emisión es diaria.

Clip Tributario: Es un informativo que se emite mensualmente con 4 secciones así: (a) DEMANDAS: En el se incorporan las demandas instauradas ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en contra de la DDI; (b) SENTENCIAS: Producto de estas controversias conocidas por la jurisdicción contenciosa son proferidos fallos en los que se resuelven situaciones de carácter tributario; (c) SABIA USTED QUE: Corresponde a un resumen de novedades tributarias llámense normas, fallos, o comunicados de otras entidades relacionadas con los temas  de las labores desarrolladas y (d) CONCEPTOS: Resumen los conceptos proferidos por la Subdirección Jurídico Tributaria de la DDI. Información que se compila en una base de datos magnética denominada RELATORIA, la cual a su vez es cargada en el aplicativo de consulta de la INTRANET de la entidad que contiene una búsqueda amigable y externa y puede ser consultada por los contribuyentes a través de la página www.shd.gov.co en el aplicativo de normas y conceptos.

En relación con el archivo documental de las actuaciones de la DDI, se encontró carencia de homologación del procedimiento de archivo, es así como existen carpetas a las cuales se les asigna un número de proceso; mientras que a otras es el NIT el que permite la identificación del expediente. De igual manera, aparecen documentos pertenecientes a actuaciones de otros procesos o Nits y la documentación no se ordena de forma cronológica. Así mismo es inoperante el hecho de que el manejo del archivo lo realice un solo funcionario. 

En otro sentido, los expedientes no contienen la información completa, a manera de ejemplo, el NIT 860054005 Alphatex y el NIT 890.900.020 Distribuidora Farmaceutica Calox Colombiana S.A, para los cuales no aparece el documento de mandamiento de pago.

Respecto del manejo y préstamo de expedientes de cobro se lleva una planilla manual para el préstamo de los mismos, adoptada por el sistema de calidad “Préstamo Documental Archivo de Gestión” – formato 43F05, establecido hace aproximadamente cuatro (4) meses. Planilla que no es diligenciada en su totalidad o los campos están desactualizados; es así como el expediente que corresponde al nit 830009225, aparece prestado en dos oportunidades y sin embargo no se diligencia el campo donde se debe registrar la devolución. Igualmente es importante señalar que con anterioridad al establecimiento de este procedimiento, cuatro meses, los diferentes funcionarios tenían acceso al archivo, es decir, no se controlaba el manejo de expedientes. 

En la actualidad se adelanta un proceso de organización que les permitirá implementar un sistema de código de barras. Sin embargo, no permite consolidar por contribuyente las actuaciones de la DDI, a fin de implementar un control más eficiente. Se toma como ejemplo el código de barra para el nit 800245301, el cual sin embargo, corresponde a tres (3) procesos 921900, 92178789, 92000233, los que se abren por las diferentes vigencias a cobrar. 

Para ello, también se cuenta con un archivo de Excell que se utiliza como herramienta de ofimática y que permite ubicar los expedientes físicos, el cual presenta el nit y discrimina caja, carpeta, número de proceso (asignado por CORDIS) y número de folios; observando que las cajas de los expedientes contienen diferentes contribuyentes. Archivo que como se señalo; podría consolidar las actuaciones de la DDI por contribuyente con el objeto de tener mayor control sobre los mismos.

2.2.5 Fase de Retroalimentación:

La calificación es de 2.0, es decir su implementación se encuentra en un nivel malo de aceptación y su riesgo es considerado alto.

Respecto del rol que debe cumplir el Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno, se observa la necesidad de socializar y difundir las decisiones que se toman y los correctivos producto de la evaluación de la gestión de la DDI.

La retroalimentación y monitoreo de las decisiones adoptadas en los comités existentes se realiza a través de informes de gestión, cronogramas de trabajo, cumplimiento de indicadores y objetivos, seguimiento de tareas, encuestas, entre otros. No obstante, pese a que se cuenta con ayudas de memoria y el seguimiento mediante la utilización de la aplicación Acces donde se registra el histórico, se establecen actividades con cumplimiento parcial o retrasadas, sin registrar evidencia de la justificación del retraso o de las medidas adoptadas, salvo las tareas del comité de servicios en donde los tiempos son perentorios.

En cuanto al tema de saneamiento contable de la cartera del impuesto de industria y comercio, se observa que desde el 10 de agosto de 2005 se oficializó el protocolo de la ley 716, a pesar de ello, a la fecha (mayo 2006), no se ha aplicado ni se han realizado acciones de saneamiento. 

Igualmente, la Secretaria de Hacienda tiene vigente el Plan de Mejoramiento suscrito con la Contraloría de Bogotá y el control de advertencia relacionado con las observaciones reiterativas relacionadas con la incertidumbre que presentan las cifras de cartera de los impuestos y las deficiencias de los sistemas de información. Situación que refleja la pròrroga en el cumplimiento de los compromisos adquiridos y la falta de compromiso de las directivas a fin de cumplir los planes suscritos, a pesar de la urgencia para mitigar las deficiencias advertidas y señaladas que afecta la misión institucional.

En consecuencia, existen deficiencias en la retroalimentación de los procesos automatizados y los procedimientos manuales que conllevan a que la gestión de cobro no observe los principios constitucionales y por ende afecte los resultados y la misión institucional de la Dirección Distrital de Impuestos.

La escala está dada por la siguiente tabla de valores:

De
0.1 a 2.0

Riesgo Alto 

      
2.1 a 3.8

Riesgo Mediano 

      
3.9 a 5.0

Riesgo bajo

La calificación promedio del Sistema de Control Interno de la DDI es de 2.3 lo cual indica que su grado de implementación se encuentra ubicado en un rango regular con un nivel de riesgo mediano.

TABLA 1  

COMPARATIVO DE CALIFICACIONES POR FASES

	
	2006

	FASES
	CALIFIC.
	RANGO
	NIVEL DE RIESGO

	Ambiente de Control
	3.9
	Bueno
	Bajo

	Administración del Riesgo
	1.7
	Malo
	Alto

	Operacionalización de los Elementos
	1.9
	Malo
	Alto

	Documentación
	2.0
	Malo
	Alto

	Retroalimentación
	2.0
	Malo
	Alto

	TOTAL
	2.3
	Regular
	Mediano


Fuente: Evaluación Equipo auditoría Especial Mayo de 2006

La evaluación al sistema de Control Interno implementado en la DDI, arrojo los siguientes hallazgos administrativos:

2.2.6 Hallazgo: En la DDI a pesar de tener identificados riesgos de alto impacto relacionados con el manejo de la información tributaria no se han implementado acciones correctivas contundentes que le permitan mitigarlos; lo que contraviene lo dispuesto en la Ley 87 de 1993 artículo 2 literal a). 

Lo anterior debido a que la matriz de riesgos no constituye herramienta de gestión y por ende no se realiza un seguimiento efectivo que permita tomar las acciones correctivas, situación que sin duda representa amenazas para la consecución de los objetivos corporativos y el cumplimiento de la misión institucional.

2.2.7 Hallazgo: El archivo documental de los expedientes de cobro coactivo del impuesto de industria y comercio, presenta las siguientes deficiencias: 

· Se presenta con los documentos sin legajar, sin orden cronológico  que facilite el análisis. 

· La foliación de los documentos se realiza a lápiz, hecho que no garantiza un control efectivo con el objeto de evitar la alteración y/o pérdida de los mismos, generando un riesgo alto en el manejo de la información. 

· No existe estandarización en la identificación de los procesos o expedientes; es así como  se encuentran carpetas a las cuales se les asigna un número de proceso, mientras que a otras es el Nit, el que permite la identificación. 

· Se encontraron documentos pertenecientes a actuaciones de otros procesos o Nits. Ejemplo el nit 800018359 BellStar S.A y el nit 860033365 Monofil Ltda.

· Los expedientes no contienen los soportes completos de las diferentes actuaciones de carácter tributario y jurídico. Ilustra lo observado el Nit 800231724 promotora de Inversiones & S.A, nit 860040871 Plinco S.A., nit 890904478 Colanta Ltda., nit 800153993 Comcel, nit 860509022 Financiera Energética Nacional, nit 8600055376 Servinco Ltda, nit 8300092252 Pullsa S.A. y nit 860034133 Banco Granahorrar.

· Se observan mandamientos de pago y citaciones a notificación, sin las respectivas firmas y/o sin fechas de emisión, es decir sin diligenciar de manera completa. Deficiencias que se presenta para los siguientes NIT:

	NIT
	Razón Social
	Mandamiento

	800.115.070
	SOFTWARE SHOP LTDA
	007670

	830009225-2
	PULLSA S.A.
	017622

	830.005.362
	ARTEFACTA S.A.
	016304

	860.054.406
	PRICOMAS LTDA
	016556

	860020227
	Fondo Rotatorio Policía Nacional
	20203

	800219041
	Virtual Team
	Sin Número


    Fuente: Procesado Equipo Auditoria Especial ICA. Abril de 2006

Las deficiencias anteriores contravienen lo normado en la Ley 87 de 1993 artículo 2 literales a) y f).

Lo anterior, debido a que no se ha establecido con precisión el procedimiento de archivo para los expedientes que abre la Dirección Distrital de Impuestos, con el objeto de que garantice la identificación de los procesos, la consolidación de las actuaciones, las medidas de seguridad que amerita la reserva y el proceso coactivo y la organización cronológica y ordenada de los documentos soporte. Situación que provoca desorganización y dificulta el control y manejo de la información tributaria. 

2.3  IMPUESTO  DE  INDUSTRIA Y COMERCIO

El impuesto de industria y comercio (ICA) fue autorizado mediante las Leyes 97 de 1913 y 14 de 1983, y los Decretos números 1333 de 1986, 1421 de 1993 y comprende ICA y su complementario de avisos y tableros. 

El Estatuto Tributario de Bogotá establece: “Es sujeto pasivo del impuesto de industria y comercio la persona natural o jurídica o sociedad de hecho, que realice el hecho generador de la obligación tributaria, consistente en el ejercicio de actividades industriales, comerciales o de servicios en la jurisdicción del Distrito Capital”; es decir, el ejercicio o realización directa o indirecta y que se cumpla permanente u ocasionalmente; en inmueble determinado, con o sin establecimiento comercial
. 

La ley estableció como base gravable los ingresos generados en la venta de bienes producidos en el D.C., es decir, la liquidación se realiza con base en los ingresos netos del contribuyente durante el período, menos totalidad ingresos ordinarios y extraordinarios, correspondientes a actividades exentas y no sujetas, así como devoluciones, rebajas, descuentos, exportaciones y venta activos fijos; sin considerar destino o modalidad de comercialización y con un período gravable Bimestral
. 

El impuesto ICA se liquida con base en los ingresos netos del contribuyente obtenidos durante el período. Para determinarlos, se resta de la totalidad de los ingresos ordinarios y extraordinarios, los correspondientes a actividades exentas y no sujetas, así como las devoluciones, rebajas y descuentos, las exportaciones y la venta de activos fijos. Hacen parte de la base gravable, los ingresos obtenidos por rendimientos financieros, comisiones y en general todos los que no estén expresamente excluidos en el Estatuto Tributario de Bogotá.

En el Distrito Capital radican las potestades tributarias de administración, control, fiscalización, liquidación, discusión, recaudo, devolución y cobro del impuesto. Gestión que adelanta la Secretaria de Hacienda Distrital a través de la Subdirección de Impuestos a la Propiedad y al Consumo y se ve reflejada en las actuaciones de la Unidad de Determinación y la Unidad de Cobranzas. 

Ingresos Impuesto de Industria Y Comercio 
El recaudo presentó un incremento del 13% al pasar de $1.172.595 millones en el 2004 a $1.339.169 millones para el año 2005, cifra que en términos absolutos equivale a $167.721 millones. Este incremento tiene explicación en el recaudo por pago voluntario. Del total recaudado pago oportuno constituyó el 93% y 94%, para los años 2004 y 2005, respectivamente; el restante 7% y 6%, es el recaudo producto de las estrategias desarrolladas por las Unidades de Determinación y Cobranzas.

TABLA 2

COMPOSICIÓN RECAUDO ICA

                                                                                                                                (Millones )

	RECAUDO
	2004
	2005
	VARIACION
	%

	Recaudo Oportuno
	1.091.526

	1.258.018
	166.492
	13

	Estrategias de Gestión

	Determinación
	31.568
	33.958
	2.390
	7

	Cobranzas
	49.246
	48.085
	-1.161
	-2

	Total Recaudo de Gestión
	80.814
	82.043
	1.229
	1

	

	Total Recaudo 
	1.172.340
	1.340.061
	167.721
	13


    Fuente: Dirección Distrital de Tesorería, Abril de 2006

En la tabla 2 se observa que la gestión de la Unidad de Determinación,  refleja un incremento del recaudado al pasar de $31.568 millones en el año 2004 a $33.958 millones en el año 2005, diferencia que equivale a un aumento del 7%. Caso contrario ocurrió con la gestión de la Unidad de Cobranzas la cual presentó una disminución del recaudo en un 2% al pasar de $49.246 millones en el 2004 a $48.085 millones en el año 2005. 

TABLA 3
COMPARATIVO METAS Y RECAUDO ICA

(Millones)

	ESTRATEGIA 
	2004
	2005

	
	META
	RECAUDO
	META
	RECAUDO

	Determinación
	22.000
	31.568
	31.861
	33.957.6

	Cobro 
	44.945
	49.246
	49.723
	48.085

	Total 
	66.945
	80.814
	81.584
	82.043


Fuente: Respuesta DDI a Contraloría de fecha abril 20 de 2006 / Procesado Equipo Auditoría Especial  

En cuanto a la determinación del impuesto se desarrollaron estrategias de gestiones de fondo, persuasivas y masivas. Para el año 2004, los ingresos superaron la meta de recaudo en un 43%. Entre otros, se logró por el pago de rezagos de gestión 2003 por valor de $8.420 millones y los aportes obtenidos por efecto multiplicador, equivalentes a la suma de $15.952 millones. 

La gestión de cobro en el 2004, desarrolló los programas: Ponerse al día un buen negocio, No sea indiferente falta su aporte, Continuar indiferente lo afecta y representación externa. Logrando ingresos por la suma de $49.246 millones que obedecen en un 47% al cobro persuasivo, en el 35% al cobro coactivo, en el 10% al efecto multiplicador y en el 8% a la estrategia de representación externa.

Para la vigencia 2005, la fiscalización superó la meta de recaudo en el 7% al recaudar $33.958 millones; los cuales como producto de la gestión de fondo alcanzaron la suma de $4.471.2 millones, por efecto multiplicador $19.749.89 millones, gestión antievasión 2004 $27.655.6 millones y Liquidación y grupo de apoyo fiscal $1.136.7 millones. 

Es de anotar, que mediante el Acuerdo No.132 de 2004, se llevó a cabo la estrategia denominada acuerdos amorosos, dicho Acuerdo modificó, de manera transitoria, la imputación de los pagos y disminuyó los requisitos para otorgamiento de facilidades de pago, es decir, permitió aplicar los pagos en primera instancia al impuesto y dar facilidades de pago por los conceptos de intereses y sanción. Esta estrategia
 permitió recaudar en el año 2005, $3.416.4 millones equivalentes al 1,2%, en relación con los ingresos a recuperar ($274.131.6 millones) y al 7% del total recaudado durante el 2005 ($48.085 millones). En términos de contribuyentes, representa el 5%, ya que de un total de 53.364 con derecho a acogerse, atendieron los arreglos 2.921. 

Ahora bien, en el año 2005, la meta de recaudo por gestión de cobro no se cumplió, ya que alcanzó la suma de $48.085 millones equivalente al 97%, faltando por recaudar la suma de $1.638 millones. Situación que refleja que la gestión de cobro no logró el impacto esperado.

En la vigencia 2005, se segmenta la cartera, conforme al peso que tienen las obligaciones dentro de la misma, así: grandes acreencias (50%), medianos 25% y 
25% pequeñas acreencias; de conformidad con el Manual de administración de cartera y cobro que fue adoptado formalmente en mayo de 2005. Para  determinar la cartera a gestionar, se fusionó la información de cartera morosa provenientes de la cuenta corriente SIT II, con la información de la base de actos administrativos; base que aún no es aplicada por el sistema.

También, se desarrolló un aplicativo informático en Acces para efecto de controlar la información reportada. Aplicativo que permite calificar el carácter de cobrable o incobrable de las obligaciones que aparecen en cartera
.

La gestión adelantada en el año 2005, a las pequeñas acreencias corresponde al cobro coactivo efectuado por siete contratistas OPS y gestión masiva con el envió de información a 22.906 contribuyentes, que podían acogerse a la medida adoptada mediante Acuerdo 132 de 2004. Así como también, envió de formularios sugeridos 64.178 impresiones, 26178 distribuciones. Es importante anotar, que la administración desde mayo 2005, ha implementado la estrategia de ejecutivos de cobro, los cuales se encargan de gestionar el total de las deudas de un contribuyente asignado, estrategia que implica un buen inicio en la medida en que cada gestor tendrá a su cargo  un contribuyente, pero que debe ser implementada con medidas frente a las limitantes del manejo de la información tanto automatizada como manual, lo que influye para que en la actualidad aún no presente los resultados esperados.

De igual manera se continuó con las actividades propias del Grupo de representación externa, respecto de los procesos concúrsales, priorizando en aquellos que entregaron bienes en dación de pago y se realizaron 13.201 verificaciones de las obligaciones pendientes de contribuyentes en sucesiones. A pesar de ello y teniendo en cuenta que las deudas prescriben a los cinco años y que por el rezago de las mismas, la DDI inicia la gestión de cobro en el cuarto año a fin de evitar dicha prescripción; se observa que se solicita la calificación y graduación de acreencias de manera extemporánea, lo que dificulta la recuperación de lo adeudado. 

La tabla 4 ilustra el recaudo discriminado, resultado de la gestión de cobro en la vigencia 2005:

TABLA 4
RECAUDO ICA GESTIÓN DE COBRO 2005

(Millones)

	Cartera
	Recaudo
	%

	Grandes
	11.026.560.192
	22,6

	Medianos
	13.724.706.861
	28,1

	Pequeños altos para mandamiento de Pago
	598.396.161
	1,23

	Pequeños altos para embargos
	787.646.510
	1,61

	Pequeños altos para masivos
	5.491.185.210
	11,26

	Pequeños bajos para masivos
	3.240.452.465
	6,64

	Baja rentabilidad
	410.169.037
	0,84

	Gestión 2004 - 93 y anteriores sugeridos 
	6.138.547.909
	12,58

	Representación externa
	3.634.848.825
	7,45

	Efecto Multiplicador 
	3.724.280.443
	7,64

	TOTAL
	48.776.793.613
	100


    Fuente: Informe Cualitativo de Gestión 2005 - Subdirección de Impuestos a la Producción y al Consumo - DDI _SHD

Dado lo anterior, se tiene que el 50,7% de los ingresos lo aportaron los pagos de los grandes y medianos contribuyentes, los cuales equivalen a 54 Nit grandes especiales (deudas mayores a $1.000 millones) y 326 grandes que pesan el 50%.

Cabe anotar, que el recaudo por gestión de cobro en el 2005, del programa Gestión 2004 – 93 y anteriores, consistente en el envío de sugeridos; reportó ingresos por valor de $6.150 millones equivalente al 12% frente al recaudo total y el 3% con relación a la cartera total 2005 ($209.901,17 millones).

2.3.1 Cartera Impuesto Industria y Comercio (ICA)

El análisis de la cartera del Impuesto de industria y Comercio ICA, presenta las dificultades propias de atender distintas cifras reportadas y generadas por las dependencias de la entidad; es decir, las registradas en los Estados Contables, las presentadas por la Dirección Distrital de Impuestos y las gestionadas por la Unidad de Cobranzas de la Subdirección de Impuestos a la Propiedad y al Consumo.

La cartera total
, que incluye otros impuestos, asciende a la suma de $375.806 millones en el 2004 y $334.822 millones en el 2005; de la cual  el 48,1% y 47,5% respectivamente, corresponde a la cartera del Impuesto de Industria y Comercio. Esta cartera presentó una disminución del 13%, es decir, en la suma de $21.467 millones, al pasar de $180.640 millones en el 2004 a $159.173 millones en el 2005.

Dentro de esta cartera la denominada de difícil recaudo, pasó de $105.023 millones en el 2004 a $122.415 millones en el año 2005, reflejando un incremento de $17.392 millones que equivalente al 14%. Siendo importante significar que la cartera de difícil recaudo para el 2004 representó el 58% del total y para el año siguiente, se incremento en el 77%,  que se ilustra en la tabla 5:

TABLA 5

RENTAS POR COBRAR 

(Millones)

	 
	2004
	2005
	 
	 

	Vigencia Actual
	58.140
	21.369
	-36.771
	-172%

	Vigencia Anterior
	17.478
	15.390
	-2.088
	-14%

	Difícil Recaudo
	105.023
	122.415
	17.392
	14%

	TOTAL
	180.640
	159.173
	-21.467
	-13%


Fuente: Estados Contables SHD - a Diciembre 31 de 2004 y de 2005

En este sentido se observa, que son las deudas con mayor antigüedad las que se incrementan en el 14% que pone en tela de juicio la gestión realizada, debido a  que la cartera por concepto del Impuesto de industria y Comercio, presenta una recuperabilidad del 10% y termina en la prescripción de las deudas; porque la administración ante el rezago, viene a gestionar las deudas cuando están a punto de prescribir, que conlleva un alto nivel de riesgo. Situación corroborada en la revisión de los expedientes.

Ahora bien, comparada la cartera de las vigencias 2003 y 2005 reportada por la DDI, se tiene que los períodos 1994 y 1995 se incrementaron en el 19% y 28%, situación que se consolida en la tabla 6.

TABLA 6

CARTERA ICA

(Millones)

	
	2.003
	2005
	Variación Absoluta
	%

	1994
	17.307.5
	21.326.0
	4.018.4
	19%

	1995
	22.070.4
	30.824.1
	8.753.7
	28%

	1996
	31.581.1
	26.346.4
	-5.234.6
	-20%

	1997
	35.485.3
	22.245.2
	-13.240.1
	-60%

	1998
	24.264.8
	21.901.8
	-2.363.0
	-11%

	1999
	21.800.4
	17.930.4
	-3.870.0
	-22%

	2000
	18.348.7
	16.787.1
	-1.561.5
	-9%

	2001
	18.529.3
	9.418.6
	-9.110.6
	-97%

	2002
	22.340.8
	10.729.1
	-11.611.7
	-108%

	2003
	17.648.6
	15.484.2
	-2.164.4
	-14%

	2004
	
	16.907.7
	16.907.7
	100%

	 
	229.377.4
	209.901.1
	-19.476.3
	-9%


Fuente: Bases de cartera a 2003 y 2005/Procesado Equipo Auditor Mayo 2006 

Es importante precisar que la cartera total de 2005, que incluye los actos oficiales, asciende a la suma de $510.686 millones, teniendo en cuenta solamente Impuesto más sanción, lo que se denomina Capital, es decir, deja por fuera el valor de los intereses; lo que puede generar que la cartera este subvaluada. A manera de ejemplo, el nit 860003450 TEXTILES DURAN en primera instancia presenta una deuda de $119.9 millones y al incluir los intereses, a la fecha (mayo 2006) se actualiza el valor en $406.3 millones.

De esta cartera total ($510.686 millones), 54 nits corresponden al 68% ($347.403 millones) y 326 al 16% ($81.615 millones). Siendo importante resaltar, que el recaudo por gestión de cobro frente al total, equivale tan solo al 10%. Para un total de 25.210 Nits
; distribuidos como sigue: 

TABLA 7

COBERTURA GESTIÓN DE COBRO 2005

	CARTERA
	No. NITS
	%

	Nits Mayores 1000 millones
	54
	0.2

	Nits 50%
	326
	1

	Nits 30%
	1.883
	7

	Nits 15%
	5.722
	23

	Nits 4.98 %
	17.225
	68

	Total
	25.210
	


     Fuente: Informe Cualitativo de Gestión 2005 - Subdirección de Impuestos a la Producción DDI
La participación del peso de los Nits, permite observar que el 91% (68% más 23%) de las deudas corresponde a deudas calificadas como pequeñas acreencias, para las cuales la gestión corresponde a estrategias masivas como: call center, masivos (oficios, Sugeridos), sin embargo teniendo en cuenta el valor de la cartera el 84% corresponde a los grandes acreedores.

De otra parte, si bien es cierto, las pequeñas acreencias representan el 6% del total de la cartera (cartera cobrable + actos oficiales 2005), también lo es, que en valores, este segmento alcanza la suma de $32.658 millones y por ende, cobra gran importancia el aconductamiento de los contribuyentes. Estrategia aplicable también a los grandes contribuyentes, debido a que en la revisión de los expedientes se refleja desgaste administrativo, por la no acumulación de procesos, el desorden del archivo documental y la dilación de los procedimientos que a la postre incentivan la reincidencia y el incumplimiento de las obligaciones tributarias. 

Continuando con el tema, las inconsistencias que presentan las cifras de cartera, no obstante las diferentes fechas de corte, ilustran suficientemente que la administración tributaria no ha podido determinar con certeza la deuda de los contribuyentes omisos, inexactos y morosos y por ello cuenta con carteras generadas por: el Sistema de Información tributario SIT II, los informes de gestión de la Subdirección de Impuestos a la Producción y al Consumo, la recepcionada por la Unidad de Cobranzas, la reportada como certificada a Contabilidad, así como se ilustra en la tabla 8:

TABLA 8

TOTAL CARTERAS ICA  2005

(Millones)

	Cartera
	Total

	Cartera Cobrable + Actos Oficiales 
	510.686

	Declaraciones Privadas + actos administrativos (Marzo 2005)
	953.218

	Cartera calificada 2005 (Unidad de Cobro)
	829.468

	Cartera Cobrable 2006 (DDI- Enero)
	209.901

	Rentas por cobrar 2005 (Estados Contables SHD)
	159.173


 Fuente: Informe Cualitativo de Gestión 2005 - Subdirección de Impuestos a la Producción DDI/Base de datos 

 Cartera cobrable 2006 DDI/Estados Contables 2005 
Cabe anotar que la incertidumbre de las cifras, es de tal modo que los estados contables reflejan una cifra que alcanza la suma de $159.173 millones, mientras la DDI toma como valor moratorio $510.686 millones, cifra que constituye casi cuatro veces la cartera en el Balance General.

Las inconsistencias de la información suministrada por el sistema, son inconsistencias que a la postre requieren trabajos manuales o la utilización de herramientas ofimáticas en la Unidad de Cobranzas, afectando la oportunidad, confiabilidad  y veracidad de la misma. Situación provocada, entre otras, por la existencia de múltiples bases de información, baja confiabilidad de la cuenta corriente, congestión de las herramientas automatizadas y rutinas alternas de generación de carteras.

Es así como, la cartera total sin depurar alcanzó la suma de $953.218 millones (declaraciones privadas más actos administrativos) donde se gestionó para depurar el 92% del valor de la cartera morosa de corte marzo de 2005. Así mismo se calificó $829.468 millones. Cifras que por medio de procedimientos manuales y con ayuda de herramientas ofimáticas, la Unidad de Cobro debe depurar.

La depuración  permite discriminar como cartera calificada la suma de $188.311 millones, discriminada en: Saneamiento, Concursales, Litigioso, No Cobrable y crédito. De ésta, la suma de $7.661.4 millones, se clasifica como cartera No cobrable, cuyo detalle se puede observar en la tabla 9: 

TABLA 9

CARTERA NO COBRABLE ICA










(Millones)

	Cartera para Saneamiento
	Valor

	Indebida Notificación 
	327.5

	No localizado
	407.6

	Para Ley 716
	214.3

	Sociedad cancelada
	1637.4

	Vigencia Prescrita Con mandamiento
	1.696.9

	Vigencia Prescrita Sin mandamiento
	2.907.1

	Total Cartera Prescrita 
	4.604.0

	Declaración Inactiva
	330.4

	Sin deuda por decaimiento de Título
	

	Sin documento Idóneo
	140.2

	No Cobrable
	7661.4


 Fuente: Cartera calificada Unidad de Cobranzas con corte a Enero 2006

De la tabla 9 se deduce que la suma de $4.604 millones es la cartera prescrita calificada en el año 2005; mientras que en los Estados Contables solamente se reportan $50.0 millones como cartera prescrita del Impuesto de Industria y Comercio.

De igual modo, la revisión efectuada a los expedientes y procesos adelantados por la Unidad de Cobranzas, permitieron confirmar las diferencias en las cifras al comparar, a manera de ejemplo algunos Nits; tomando los datos que presenta la base de datos de la “cartera cobrable 2006” con la base de datos que corresponde a las deudas “mayores a $1.000 millones”, tales como:

TABLA 10

COMPARATIVO DEUDAS ICA

             (Millones)

	NITS
	Cartera cobrable 2006
	Nits con Deuda Mayor a $1.000 millones

	800172604
	5.7
	3.999.6

	899999084
	8.182.2
	5.367.2

	899999162
	68.3
	7.880.6

	899999035
	1.769.6
	1.444.2

	860013816
	10.092.4
	774.8

	860005224
	1.389.7
	2.183.1


 

Fuente: Procesado Equipo Auditoría Especial Abril 2006 

Tipifica lo anterior, la inconsistencias de la base de datos correspondiente a la “cartera cobrable 2006”, a saber: en el campo fecha de presentación se observa declaraciones presentadas en el año 1900 y fechas de presentación de la declaración posteriores a la fecha de los años gravables, así:

TABLA 11

INCONSISTENCIAS CARTERA COBRABLE 2006

	Nit
	Año gravable
	Año Presentación Declaración

	80030796
	1997
	1989

	800110923
	1999
	1989

	79325466
	1999
	1990


      Fuente: Archivo cartera Gestionable 2006 - DDI /Procesado Equipo Auditoria Especial

Lo descrito anteriormente, dificultó para el ente de control la posibilidad de determinar si existe una cartera sobrevalorada o subvaluada, incertidumbre originada en vacíos en la depuración y clasificación de la información, cartera prescrita e inconsistencias, atraso de muchos años de la gestión que desborda la capacidad estratégica y táctica de la organización. Atraso que además, genera un círculo vicioso en el cobro, por la atención de las deudas más antiguas, en particular las que están a punto de prescribir, que da lugar a un atraso sistemático en la gestión de las deudas más recientes (cuya probabilidad de recuperación puede ser mayor).

Preocupación enmarcada, en el impacto que soporta  las cifras que se constituyen como base para la toma de decisiones y para la planeación de los programas y estrategias a gestionar a fin de establecer una recuperación efectiva con el menor costo posible, que sin lugar a dudas, requiere de la administración una gestión de cartera de emergencia (deudas antigüas) y una gestión que atienda reglas precisas de oportunidad y consistencia que permitan un procesamiento regular y ordenado de las nuevas acreencias con criterios claros de priorizaciòn. Así como, de manera urgente la organización del archivo documental y los sistemas de información, a fin de establecer de manera precisa la cartera real.

En definitiva la incertidumbre no permite establecer políticas relacionadas con la generación de seguridad en el manejo de la información y reserva de los expedientes, verificar y controlar la gestión de cobro, incentivar la gestión del recurso humano y logístico, acceder a información básica oportuna y confiable, admitir criterios validos de priorizaciòn de la cartera a gestionar, redefinir medidas de facilidad de cobro, incentivar una cultura de cumplimiento de las obligaciones, controlar omisos, inexactos, reincidentes y morosos.

De igual modo, llama la atención que mediante contrato de consultoría número   CON03042-40045 de fecha 15 de febrero de 2005; se pretenda establecer las condiciones que debe reunir un sistema de información en su calidad de herramienta para la toma gerencial de decisiones (habiendo invertido en el sistema de información SIT II, desde el año 2001) y se actualice el diagnóstico institucional en el mes de diciembre de 2005, teniendo en cuenta temas de fiscalización, cartera, cobro y servicios, es decir, se ratifiquen los riesgos identificados pero sin lograr tomar los correctivos y decisiones contundentes a fin de obtener resultados a la luz de los principios constitucionales, que rigen la administración pública.

En conclusión  la Dirección de impuestos no ha logrado una recuperación efectiva, eficiente y eficaz de las acreencias acumuladas, las cuales representan el porcentaje más significativo del total de la cartera en mora, por ende no ha cumplido los objetivos de lograr un mayor control de la morosidad y efectividad en el recaudo, objetivos de la administración tributaria y que desde el año 1998 se dejaron plasmados en el documento de priorizaciòn de cartera.

2.3.2 Gestión Documental

El procedimiento de gestión documental y en particular la apertura de procesos, no constituye una herramienta efectiva de gestión y control, respecto de las pruebas y/o actuaciones que permitan tener certeza sobre la necesidad efectiva de iniciar un proceso; en otros términos, cuando a un funcionario se le asigna la tarea de un determinado cobro, éste deberá en primer lugar darse a la tarea de recopilar las actuaciones de fiscalización, posteriormente efectuar la verificación de la aplicación de pagos, devoluciones y compensaciones a fin de tratar de establecer  el estado de cuenta real que no obstante el despliegue efectuado, se generan providencias (mandamientos de Pago) sobre las que el contribuyente aporta la prueba de pagos efectuados en su momento, circunstancia similar se puede predicar, cuando no obstante haberse notificado la apertura de proceso concursal se continúan generando mandamiento  de pago

Las situaciones precedentes se tornan más ineficaces si se tiene en cuenta que en la DDI, no hay una práctica tendiente a la acumulación de procesos, pues es fácil encontrar que un mismo contribuyente que tenga hasta ocho o más procesos en curso, sustanciados por diferentes personas, lo que podría traducirse en violación del derecho de defensa. Falencias que permiten inferir la inaplicabilidad de los principios de economía, celeridad eficacia, dado el evidente desgaste administrativo, pérdida de tiempo, duplicidad de tareas y funciones, entre otras. Circunstancia que no sólo causa perjuicios al mismo contribuyente, quien tendrá que estar pendiente de los funcionarios sustanciadores en cada caso, sino que para la dependencia representa desgaste administrativo. Es decir, la aplicación de los principios constitucionales, constituyen herramientas que sin lugar a dudas permitirían obtener mayores y mejores resultados, con la correspondiente optimización del recurso humano.

A manera de ejemplo, se tomaron algunos casos que permiten corroborar las anteriores afirmaciones:

Textiles Duran Ltda. Nit: 860003450 genera el Mandamiento de Pago 10668 de 07-09-00 involucra la vigencia 1994/2,3,4,6, deudas que ya estaban comprendidas Resolución  de cobro No. 005 de febrero 11 de 1997,  

Comercializadora Moderna S. A. 860.024.108, no obstante, la Súper Intendencia de Sociedades oficiar el 08-06-00 a la Alcaldía Mayor, quien para entonces se encargaba de la representación judicial de estos procesos, a fin de informar que con Auto 410-4602 del 5 de abril del 2000 se había decretado la apertura de liquidación obligatoria, que por  tanto la administración tenía 30 días hábiles a partir del 07-06-00 para hacerse parte en el citado proceso y presentar créditos. 

Conforme a ello el 07-03-01 con Auto 37 la DDI suspende el procedimiento adelantado contra la Sociedad, sin embargo, continua expidiendo actos de cobro en forma consecutiva: 

Mandamiento de pago 015368 de 05-12-02, por vigencia 1997/6 por valor de $17.544.000, notificado por edicto el 03-01-03

Mandamiento de pago 017995 de 05-03-04, vigencia 19992 por valor de $5.982.000, 

Mandamiento 018477 de 12-05-04 vigencia 1999/3 por valor de $2.695.000, 

Es también usual observar la dilación en los procesos, como por ejemplo se presenta en los siguientes casos:

El Nit 800166069 Laura Alejandra y Cia LTDA, donde se ha presentado evidente dilación por parte del contribuyente, sin que la DDI haya tomado acciones contundentes tendientes al efectivo y oportuno recaudo de la deuda, pues no obstante las facilidades de pago otorgadas, estas se han incumplido, a tal punto que en este momento la administración se encuentra resolviendo una solicitud de nulidad de estos procesos de cobro, que en el evento de llegar a ser adversa para Bogotá, podría representar la perdida de aproximada $431.4 millones.  

Nit 860502240 Yesos la Rocca LTDA, para este contribuyente se encuentran 14 procesos en curso, cuatro (4) órdenes de embargo en cuantía total de $149.2 millones, una (1) facilidad de pago, dos compensaciones y  dos (2) resoluciones de prescripción por valor de $42.0 millones, sin embargo, según el estado de cuenta a mayo 4 de 2006, el saldo a pagar es de $202.4 millones.

Adicionalmente, la orden de embargo 88258 de fecha 23/08/04 por valor de $141.0 millones, no incluye todas las vigencias, pues se ha omitido el año 1996, el periodo 6 del año 1997, los periodos 1,2,3,5, del 1998  y el 1, 3 del año1999. 

Finalmente, la Contraloria de Bogota revisó una muestra de los expedientes relacionados con el impuesto ICA, respecto de la gestión de cobro realizada por parte de la DDI a 98 contribuyentes, que representan una deuda de $158.766.1 millones, equivalente al 31.0% con relación al total de la cartera gestionable ($510686.0 millones). 

El análisis, arrojo como resultado hallazgos en los que se evidenciò la ausencia directrices claras para la ejecución del proceso de cobro, pues la simple priorización de cartera no permitía actualizar la gestión de las deudas de los contribuyentes y en últimas la constante fue la de tratar de interrumpir la prescripción de la acción de cobro, con el agravante de las evidentes dificultades en el proceso de notificación y correspondencia ya que es imposible verificar que la totalidad de los actos administrativos  hayan sido efectiva y debidamente notificados. 
Para efectos de la cartera de ICA es importante anotar que este impuesto por ser tan particular y especial, no queriendo señalar que los demás tributos sean menos importantes, la información se constituye en el insumo indispensable, que no posee los atributos de oportunidad y confiabilidad  requeridos para la efectiva gestión de cobro, como en efecto lo ha señalado este ente de control, cuando señala que la cuenta corriente no arroja saldos confiables, de tal forma que en cada uno de los expedientes revisados se reflejó información antigua e irreal; esta falencia adquirió relevancia especial en varios procesos cuyos contribuyentes habían entrado en procesos concordatarios y no obstante la oportuna gestión de los funcionarios a cargo de las gestiones, ellos no contaron con las herramientas suficientes que les permitieran presentar mayor cantidad de acreencias para ser calificadas, tal como se puede inferir de los  mandamientos de pago que se generaron con posterioridad.

Es pertinente señalar que la Administración ha venido estableciéndose fechas límites para concluir con la actualización del sistema de información en los Planes de Mejoramiento, de tal forma que no resulta justificable la postergación de unos estados de cuenta que reflejen la situación real de los contribuyentes, no obstante los innumerables  contratos de desarrollo de herramientas informáticas que se han  recibido a satisfacción. 
2.3.3 HALLAZGO: INGENIERÍA Y CAPITALES S.A. NIT: 800164342

La sociedad, entró en liquidación obligatoria el 23 de mayo del 2000, proceso concursal en el que el Distrito se hizo parte, solicitando  acreencias por concepto de ICA en cuantía de $1.241.199 correspondientes a la vigencia 1993. 

El ente de control hace reproche en el sentido de presentar  título para cobrar solo una vigencia, cuando es evidente que hay deudas de muchas vigencias como se colige de los diferentes mandamientos de pago que se expidieron con posterioridad al inicio del proceso de liquidación:

Mandamiento de pago No. 019254 del 22/11/04 por valor de $318.047.000 que involucra las siguientes vigencias: 
1996 periodos 2, 3, 4, 5, 6 

1997 periodos 1, 2, 3, 4,5, 6 

1998 periodos 1, 2, 3, 4, 5, 6 

1999 periodos 3, 5

Notificado personalmente el 01/12/04: En los descargos presentados frente a este, se manifiesta que “la sociedad se encuentra en liquidación obligatoria desde el 23 de mayo del 2000 razón por la cual las obligaciones de que trata el mandamiento de pago deben ser presentadas al juez de concurso superintendencia de sociedades y que no pueden ser cobradas por este mecanismo”. 

Como se puede evidenciar, la herramienta informática que posee la Dirección de impuestos, no ofrece ningún tipo de garantía, pues desde el junio del 2000, no debía gestionarse directamente el cobro, sino a través del mismo proceso concursal, sin embargo la falta de control sobre la cuenta  de este contribuye es tal, que de una parte, encontramos una dependencia que se encuentra al frente de un proceso de liquidación obligatoria y otra dependencia emitiendo actos que no solamente son extemporáneos, dado que para la mayoría de los periodos han transcurrido más de los cinco años que la ley otorga para iniciar el cobro coactivo, sino que además resultan nulos, dada la apertura del trámite de liquidación desde el año 2000.

Ahora bien, teniendo en cuenta que la DDI, se presentó al concurso de acreedores dentro del término previsto, exhibiendo créditos solamente en relación con la vigencia 1993, resulta lógico inferir que la dependencia encargada de la fiscalización así como la de cobro, no actuaron oportunamente a efectos de expedir los títulos y acorde a ello haber facilitado la presentación de acreencias por las vigencias que posteriormente se incluyen el Mandamiento del 2004, ( 1996/2,3,4,5,6 1997/1,2,3,4,5,6 1998/1,2,3,4,5,6 1999/3,5). 

En este sentido, podemos afirmar que cuando el representante del Distrito no cuenta con las herramientas que le permitan obtener óptimos resultados, los títulos que debió emitir en forma oportuna la dependencia  encargada, los esfuerzos no resultan eficaces. 

Si bien la acción desplegada frente al concurso de acreedores culminado el 28/12/05, tiene pendiente la verificación del plan de pagos a efectos de establecer si los recursos existentes cubren las deudas fiscales, no hay duda que estos cubrirán solamente la vigencia 1993. 

Es necesario señalar que la falencia de controles mencionada se ha visto durante todo la auditoría, como una verdadera ausencia de políticas estructurales por parte de las directivas de la entidad, pues ha sido reiterado en cada uno de los informes del ente de control, la mención respecto de la constante inversión de altas sumas de dinero en los sistemas de información, cual es la herramienta indispensable a la rea de cobranzas de al DDI, sin embargo el área de impuestos continua trabajando con controles manuales, que dada la magnitud de la información, resulta totalmente inconveniente.

Coherente con lo anterior, debemos concluir que como consecuencia de la falta de controles y seguimiento a las cuentas de los contribuyentes que permitieran tomar  acciones oportunas para inicio de los procesos coactivos, el Distrito dejó de percibir recursos en cuantía de $704.666.000, según estado de cuenta de fecha 21/02/06, falencias y omisiones que se constituyen en daño patrimonial al Distrito de conformidad con el art. 6 de la Ley 610 de 2000,  que igualmente da lugar a posible incidencia disciplinaria, por lo que se trasladara al ente competente
2.3.4 HALLAZGO: BANCO ANDINO COLOMBIA S.A. NIT: 860003023

El contribuyente BANCO ANDINO COLOMBIA S.A. NIT: 860003023, en el año 1997 presentó declaración del impuesto ICA correspondiente a los bimestres I al V del mismo año gravable, por valor de $574.909.000, posteriormente otras por los mismos periodos corrigiendo las iniciales. 

Para el efecto, la DDI profirió las liquidaciones oficiales de corrección Nos. 180, 197, 198,  199 y 200, resultando un saldo a favor del Banco de $199.309.000.

El 5 de febrero de 1999, el Banco Solicita la devolución y compensación por el valor pagado en exceso, ésta se resuelve mediante la Resolución 271 del 12 de noviembre de 1999, rechazando en forma provisional la solicitud, en atención a que las liquidaciones debían  modificarse para incluir otros ingresos. Para entonces, la administración había generado un requerimiento especial; aceptada por el contribuyente, en el que finalmente queda un saldo de $72.915.000.

El 13 de enero de 2000 se presenta recurso de reconsideración contra la Resolución  271 de 1999, para que le sea devuelto el saldo que no fue objeto del requerimiento especial, pero el recurso es resuelto adversamente al contribuyente por la DDI, con Resolución 343 del 9 de noviembre de 2000, ordenando revocar la Resolución y que de los valores reclamados se compensen en $ 67.744.000 por concepto de ICA del segundo bimestre de 1999 y la suma de $20.000 por IPU de la vigencia 1993, de tal forma que la devolución queda reducida a $5.271.000, todo ello bajo el sustento del art. 144 del Decreto Distrital 807 de 1993, en el sentido que las devoluciones de los saldos se efectúan una vez se hayan compensado las deudas de plazo vencidas que tenga el contribuyente.

Posteriormente el Banco demando en nulidad y restablecimiento del derecho la Resolución 343 del 9 de noviembre de 2000, para que se devuelva el saldo a favor por pago en exceso del ICA en cuantía de $72.915.000, más los intereses moratorios causados, argumentando que la DDI debió presentarse al proceso de liquidación obligatoria en la Superintendencia de Sociedades, quien mediante Resolución No. 0750 del 20 de mayo de 1999 ordenó la toma de posesión de bienes y haberes del banco, para iniciar el trámite de liquidación forzosa.

El Consejo de Estado en fallo del 3 de marzo de 2005, declaró la nulidad de la Resolución 343 de 2000 y ordenó la devolución de los $72.915.000 más los intereses, considerando que a partir de la toma de posesión de los bienes y haberes de la entidad en liquidación, sí existían deudas fiscales a cargo de la intervenida, la administración debió participar en el proceso liquidatorio por disposición del art. 846 del Estatuto Tributario Nacional y cobrar allí sus deudas, pero que no puede compensar saldos posteriores a la apertura del proceso; sin embargo el salvamento de voto aclara que en todo caso el proceso de devolución, se inicio con anterioridad al proceso de liquidación de la empresa.

Visto lo anterior, es necesario inferir que la no devolución del saldo a favor del banco en su momento generó el pago de intereses en cuantía de $74.736.019 que resultan de la liquidación de los 1599 días trascurridos desde el momento en que se determinó el saldo y la fecha de pago; en cumplimiento del fallo del Consejo de Estado; adicionalmente es de observar, que parte de la deuda compensada en su momento correspondía a impuesto de IPU de vigencia 1993.

Es pertinente señalar, que el presente hallazgo sólo se están involucrando intereses moratorios; en el mismo sentido debe mencionarse que para efectos de haber recuperado los $72.915.000, la competente para hacerse  parte en el proceso concursal, era la Alcaldía Mayor de Bogotá. Este hallazgo igualmente da lugar a posible incidencia disciplinaria, por lo que se trasladara al ente competente
2.3.5 HALLAZGO: OPERARIOS Y EMPLEADOS TEMPORALES. NIT: 860515717

Este contribuyente tuvo un comportamiento particular para las vigencias fiscales 1993 a 1998, pues no obstante aceptó sus obligaciones con el distrito, durante los 6 años, con presentación de sus declaraciones del impuesto de Industria, Comercio y Avisos, con “total pagado ceros”, tal como se desprende de los documentos que reposan en los expedientes y demás fuentes de información. La Dirección de Impuestos, sólo hasta el mes de diciembre de 1998 inicia las gestiones de cobro, mediante la expedición de los siguientes actos de ejecución:

· Mandamiento de pago 00399 de 10-12-98 vigencia 1994/3,4,5, por valor de $15.656.000.

· Mandamiento de pago 07450 de 21-12-99 vigencia 1993 por la suma de $12.131.000 notificado por aviso judicial el 16-09-00
· Mandamiento de pago 08121 de 16-08-00 vigencia 1995/1,2,3,4,5, por valor de $43.659.000. 

· Mandamiento de pago 010424 de 29-08-00 vigencia 1996/1,2,3,4,5 1997/6 1998/2,3,4 por valor de $34.439.000. 

· Mandamiento de pago 14382 de 12-04-02 vigencia 1997/2,4 por valor de $9.574.000 con publicación aviso de prensa el 26-04-02
· Mandamiento de pago 14212 de 26-02-02 vigencia 1997/1,3,5 por valor  de $9.736.000 con publicación aviso de prensa el 15-03-02

· Mandamiento de pago 017768 de 05-12-03 vigencia 1998/6 por valor de $906.000 publicación aviso de prensa el 23-02-04

· Mandamiento de pago 015571 de 10-01-03 vigencia 1998/1 por valor de $3.764.000 publicación aviso de prensa el 06-02-03

· Mandamiento de pago 20037 de 26-02-03 sanción por la vigencia 1995/4,6 valor sanción $1.102.000 con publicación aviso de prensa el 08-04-03

Es importante anotar, respecto de los anteriores actos administrativos que aún sin tener en cuenta las fechas de notificación, ya habían transcurrido los 5 años para el ejercicio de la acción ejecutiva.

Según comunicación No. 2006EE8815101 de 17-04-06 de la Dirección de Impuestos, se aplicaron los siguientes depósitos judiciales como resultado de los embargos realizados en el año 1999 así: Vigencia 1994/1 $992.925, 1994/4 $48.171, $1.559.962 $689.580, para un total de $ 3.290.638, en el mismo sentido se indica que el contribuyente dejó de tener actividades declaradas en Bogotá a mediados del año 2000.

Posteriormente, se expidieron las resoluciones de embargo: No. 765 del 05/12/02, por las vigencias 1993, 94, 95, 96, 97, 98 y 99. No. 116369 del 08/11/04 vigencias 95, 96, 97 y 98, oficiando a las entidades Bancarias en noviembre 9 y diciembre de 2004; embargos que fueron fallidos, atendiendo la comunicación anterior de la DDI.

Si bien es cierto, la ley otorga un término de cinco (5) años para ejercitar la acción de cobro, la cual se interrumpe con la notificación del mandamiento de pago, resulta necesario anotar la falta de oportunidad en el inicio de las gestiones de cobro, las cuales se hacen efectivas justamente al límite del término de acción, como en efecto ocurrió con este contribuyente cuyo comportamiento a partir de 1993 presenta en forma consecutiva sus declaraciones con total a pagar en cero, circunstancia que si bien es aceptada normativamente, se puede constituir en un indicio de serias dificultades respecto de la solvencia económica del contribuyente. 

Visto lo anterior, es imperativo concluir que si bien la entidad realizó gestiones, éstas no fueron oportunas, y a consecuencia de la ingerencia de dicho factor (oportunidad), su gestión ineludiblemente trascendió en ineficaz, perdiendo el Distrito la suma de $412.432.000 según estado de cuenta de fecha 02-03-06.

De otra parte, es pertinente señalar la evidente falta de controles que impidieran los desgastes administrativos, pues aún con el conocimiento de la falta de operaciones del contribuyente desde el año 2000, se expiden 5 mandamientos de pago más, a pesar de la inexistencia de indicios respecto de la ubicación del contribuyente.

Este hallazgo igualmente da lugar a posible incidencia disciplinaria, por lo que se trasladara al ente competente
2.3.6 HALLAZGO: PULLSA S.A. NIT. 830009225-2

Expediente No.9202880, registra la siguiente deuda, dado que las declaraciones que a continuación se  relacionan, fueron presentadas para pago en ceros:

1995 Periodos   5 y 6.

$10.219.000

1996 Periodos  1 al 4. 
$11.166.000  

1997 Periodos  1, 2, 3 y 5. 
$26.224.000  

Valor total 

$47.609.000. 

Para el efecto se expidió el Mandamiento de pago No. P001657 de abril 30 de 1999, con radicación en la Alcaldía Mayor del 15 Agosto de 1999, sin evidencia de introducción al correo, así como tampoco, publicación en periódico de circulación nacional.

Mediante Resolución No. 025 de abril 10 de 2000, se ordena el embargo a 54 contribuyente, entre ellos PULLSA S.A., en cuantía de $90.0000.000. Es preciso anotar, que para este tipo de actos administrativos que ordenan embargos a nivel general, donde se incluyen un sin número de deudores, sin indicar la motivación para cada uno de ellos acerca de los periodos a involucrar, ni sus valores; resulta imposible determinar a qué vigencia y a qué procesos se aplica la medida cautelar.

De otra parte, según el documento denominado “reporte de declaraciones y pagos” del sistema de información tomado con fecha junio 7 de 2006, se evidencia que este contribuyente a partir de la vigencia 1995, hasta el 2000, en todos sus períodos, presentó las declaraciones para pago en ceros, es decir, que al igual que el hallazgo anterior, era evidente desde el mismo año 1997, cuando las declaraciones de la vigencia 1995 venían adquiriendo firmeza paulatinamente ( art. 24 Decreto 807 de 1993, concordante con el art.714 del ETN) que la dificultad económica del contribuyente era importante, en otros términos, ya era de alto riesgo la insolvencia y por supuesto la pérdida  de los dineros esperados, como en efecto ocurre en el año 2000, cuando cesa su actividad declarable. 

Conforme a lo anterior, no se entiende la razón por la que la Dirección Distrital de Impuestos continúa en el desgaste administrativo, expresado en la permanente expedición de actos administrativos ante la evidente insolvencia y falta de seguimiento del contribuyente, que con el transcurso de los 5 años, terminaron por perder fuerza ejecutoria. Para este evento nos encontramos los siguientes procesos adicionales, que difícilmente obtengan resultados exitosos y que paulatinamente se hará evidente la quebranto de los recursos, tras la pérdida de ejecutoria de los actos que contemplan sus cobros. 

No. 9215666, vigencia 1998, periodos 1, 3, 4 y 5,  vigencia 1999, periodo 4, 

No. 9217013, vigencias 1996 periodos 5 y 6   

No. 9215892, vigencia  1998 periodo 2, 

No. 92181565,  vigencia 1999 periodo 3

No. 9217622, vigencias 1999 periodos 1 y 2

Finalmente, se concluye que por falta de actuaciones oportunas, derivada de la inexistencia de controles, el Distrito por ahora, ha dejado de percibir $47.609.000, según corte a 1999, (respecto del proceso  9202880), incluido en el Mandamiento de pago del 1999, cuya fuerza ejecutoria ha cesado, situación que se enmarca dentro de las conductas previstas en el Art. 6 de la Ley 610 de 2000, igualmente da lugar a posible incidencia disciplinaria, por lo que se trasladara al ente competente
2.3.7 HALLAZGO: SÚPER SERVICIO SUBA. NIT: 860507917

Este contribuyente según estado de cuenta de fecha del 21 de febrero del 2006, en la vigencias 1996 registra una deuda de $2.987.000, así: $1.036.000 por impuesto  $110.000 por sanción y $1.841.000 por intereses de mora; respecto de la vigencia 1997, la deuda es $2.541.000, discriminada en $695.000 de impuesto, $440.000 de sanción y 1.406.000 de intereses de mora; para un  total de $5.528.000.

Sobre estos valores nunca  se ejerció acción de cobro, en tal sentido el 10-10-03, el contribuyente solicita a la DDI la prescripción, en atención a que sobre las obligaciones causadas hasta el 25-03-98, no procede acción de cobro, en aplicación del artículo 137 del Decreto 807 de 1993, concordante con el artículo 817 del Estatuto Tributario. Con resolución 16704 de 24-02-04 la DDI prescribe las vigencias 1996 bimestres 2, 3 4 y 6 y de 1997/1,2,3,4.

Por la omisión de acción de cobro a cargo de la DDI, dentro del término perentorio otorgado por la ley, se ha perdido la oportunidad para que el Distrito percibiera recursos en cuantía de $5.528.000 según estado de cuenta de fecha 21-02-06, omisión que se constituye en daño patrimonial en cuantía señalada.
Este hallazgo igualmente da lugar a posible incidencia disciplinaria, por lo que se trasladara al ente competente
2..3.8 HALLAZGO: COMERCIALIZADORA MODERNA S.A. COMODERNA  NIT: 860024108
La Superintendencia de Sociedades, a través de comunicación de fecha  08-06-00 le informa a la Alcaldía Mayor, que con Auto 410-4602 de 05-04-00, se decretó la apertura de liquidación obligatoria de la empresa COMERCIALIZADORA MODERNA S.A. COMODERNA  NIT: 860024108 y que por lo tanto la administración tiene 30 días hábiles a partir del 07-06-00, para hacerse parte y presentar créditos. 

No obstante la presentación oportuna de la DDI al proceso de liquidación de esta empresa deudora, los créditos presentados fueron rechazados por la causal de falta de prueba sumaria sobre la existencia y cuantía de la obligación reclamada (subrayado nuestro).

Esta circunstancia, si bien puede considerarse como del ámbito interno del liquidador al estimar que los documentos presentados constituyen o no prueba idónea de las deudas, también lo es que si la reclamación se efectuó conforme a los títulos obrantes en los expedientes puestos a disposición del ente de control, resulta coherente inferir que al momento de iniciar la representación, a los encargados de tal labor, no les fueron suministradas las herramientas informáticas idóneas  y suficientes para lograr acciones exitosas, pues para la época en que inició el proceso concursal, no existía mandamiento de pago, pues este fuè expedido con posterioridad al vencimiento de la fecha límite para presentar las respectivas acreencias (21/07/00) como veremos a continuación: 

Mandamiento de pago No. 011101 de fecha 22-09-00, (dos meses después, aún sin tener en cuenta la notificación de la cual no hay evidencia), por las vigencias 1996/4, 5,6 1997/1,2,3,4,5 1998/1,2,3,4,5 y el valor de $158.448.000.

La ausencia de herramientas informáticas idóneas y oportunas que le permitan a la dependencia encargada, establecer los estados reales de las cuentas de los contribuyentes, se convierte en el obstáculo para la efectividad de los cobros coactivos, eventos que se ven reflejados en los mismos mandamientos de pago (los primeros involucran vigencias un poco más recientes y los de fechas más próximas  recogen en buena parte vigencias bastante antiguas ), adicional a esta circunstancia,  es evidente la  falencia en los controles, así como la falta de coordinación entre las dependencias de la misma Dirección, que no obstante se profirió el Auto 37 del 07-03-01 con el cual la DDI suspende el proceso coactivo adelantado, bajo el entendido que la oportunidad para cobrar mediante la presencia en el proceso de liquidación finalizó en el año 2000 y que se continúen emitiendo mandamientos de pago, entre ellos:

· No. 015368 de 05-12-02, por la vigencia 1997/6 por valor de $17.544.000, notificado por edicto el 03-01-03.

· No. 017995 de 05-03-04, vigencia 1992 por valor de $5.982.000, notificado por aviso judicial el 05-04-04.

· No. 018477 de 12-05-04 vigencia 1999/3 por valor de $2.695.000, notificado por aviso judicial el 29-06-04.

Nótese que inclusive, como era obvio, los descargos frente a los anteriores mandamientos  estuvieron una y otra vez sustentados, en la extemporaneidad para hacerse parte en la liquidación dado el límite de la misma, hasta el 21-07-00. 

Así las cosas, resulta necesario reiterar, que no obstante la concurrencia  oportuna al proceso de liquidación, ésta no resultó exitosa por las circunstancias ya enunciadas en relación con la ausencia de herramientas informáticas que permitan conocer las cuentas reales de los contribuyentes, así como de políticas oportunas de fiscalización y cobranzas que permitieran establecer en tiempo real qué comportamiento del contribuyente infería obligatoriamente un efectivo quebranto de su capacidad financiera.

Las falencias enunciadas resultaron devastadoras para los ingresos del distrito dada la posible falta de títulos oportunos que sirvieran para presentar las acreencias ante el proceso de liquidación de la empresa contribuyente 

De los argumentos precedentes, se deriva la existencia de un daño patrimonial, en cuantía de $586.094.000, según estado de cuenta de fecha 28-04-06, e igualmente da lugar a posible incidencia disciplinaria, por lo que se trasladara al ente competente
2.3.9 HALLAZGO: SOFTWARE SHOP LTDA. NIT: 800115070

Se expidió el  Mandamiento de pago No. 0007670 para la vigencia 1995 periodos 3,6, en cuantía de $7.463.000, con notificación de fecha 01-09-00.

Con  Resolución No. 703 de 06/03/03, se ordenó el embargo por las vigencias 1992/2, 1994/5, 1995/3,6 1996/6, 1997/3,4, sin que se registre documento que permita comprobar actuaciones posteriores tales como las solicitudes de registros de embargos.

El 25/08/03 el representante legal de la empresa solicita revocar el mandamiento de pago por prescripción, en tal sentido DDI expide la  resolución 84039 de 10/09/03 accediendo a la solicitud del contribuyente. Posteriormente con resolución 11428 de 06/02/04 de declara igualmente la prescripción de las vigencias 1995/5, 1996/1,6, 1997/3,4.

Es pertinente señalar que si bien la expedición de mandamientos de pago es una de las gestiones de cobro, en aquellos eventos en que no se decretan los embargos o aún habiendo expedido tal orden y esta no es comunicada a los entes financiers y/o oficinas de registro,  los mandamientos no cumplen el fin, lo anterior en atención a que no se aportaron documentales que así lo demostraran 

Visto lo anterior, es imperativo concluir que la falta de acciones oportunas para el cobro, el Distrito dejó de percibir recursos en cuantía de $53.649.000 según estado de cuenta de fecha 21/02/06, pues como ya se anotó, las acciones emprendidas no concluyeron en el recaudo efectivo, dado que no se busó la ejecución de los embargos y el transcurso del tiempo exigió el decreto la prescripción. 

Las falencias y omisiones constituyen daño patrimonial al Distrito en cuantía de $53.649.000, comportamiento que se enmarca dentro de las conductas previstas en el Art. 6 de la Ley 610 de 2000, igualmente da lugar a posible incidencia disciplinaria, por lo que se trasladara al ente competente
2.3.10 HALLAZGO: EXHIBIT IMPORT EXPORT S.A. NO. 800.172.604 EXPEDIENTE  9203223

En el examen efectuado al expediente  No. 9203223, se observó que presentó declaraciones para pago en ceros por todos los periodos de las vigencias 1995 y  1996,  estas originaron el mandamiento de pago No. P001634 de fecha abril 13 de 1999, el acto involucra los periodos (1 a 6) de la vigencia 1995, (1, 2, 3, 5) de la vigencia 1996, por un valor total de $31.820.000 incluyendo impuesto más sanción.

Es de anotar que las citaciones de notificaciones registran las siguientes fechas: una radicada en CORDIS de la Dirección de Impuestos el 17 de mayo de 2000 y la segunda en la Alcaldía Mayor de Bogotá  el 24 de diciembre de 2000, no se entiende cual fue el objeto de ésta última radicación, bajo el entendido que la notificación al contribuyente debió operar en el mes de mayo, dada la presentación de escrito de excepciones el 30 de mayo del mismo año, en la que se adujeron los pagos de estos periodos y abonos en cuenta, en su oportunidad.

Con la Resolución 855 de 31 de julio de 2000 se declaró parcialmente probada la excepción de pago (mandamiento de pago No.003233) y ordenó pagar los saldos relacionados con los periodos 3, 4, 5 y 6 de la vigencia 1995 en cuantía total de $18.497.000.
Revisado el estado de cuenta, sigue apareciendo como pendiente de pago, la suma de $25.022.000 por los periodos 1 a 6 del año 1996, incluyendo sanciones e intereses de mora. 

Adicionalmente el 18 de febrero de 2005 se expidió la Resolución No.15946 ordenando el embargo en cuantía de $30.229.000, por la deuda de los períodos (6)1995, (1 a 4)1996, (5)1997, cuyo valor total asciende a la suma de $12.741.000.

Aquí se involucró en la medida cautelar los periodos 1 al 4 del año 1996, cuando en la Resolución 855 de 31 de julio de 2000, ya se le había exonerado de las obligaciones por estos periodos, indicando que el saldo era cero, dado que con los dos pagos efectuados para dicha vigencia se cubrían la totalidad de la sanción, intereses e impuesto; así las cosas nótese que la orden de embargo por estos conceptos, ni el estado de cuenta registra deuda por $25.022.000 para la misma vigencia 1996.

Es necesario resaltar que la prueba de la deuda solamente se conoce respecto de la contenida en la Resolución 855 de 31 de julio de en cuantía de  $18.497.000, si bien se registran otros valores, no son confiables los registrados en el sistema, pues no permite conocer el estado real de la cuenta, menos aún cuando este contribuyente tiene varios procesos de cobro en curso 

Si bien los documentos aportados por la entidad en respuesta a este hallazgo soportan pagos, estos  corresponden al proceso No. 9204151 y no al aquí cuestionado (9203223), de tal forma que a la fecha ya ha operado el decaimiento del acto administrativo, dado que han transcurrido más de cinco años y el expediente ni siquiera registra comunicaciones a las entidades financieras a efectos de registrar los embargos.

En conclusión, por las falencias u omisiones establecidas, nos encontraríamos frente a una pérdida de recursos del Distrito capital en cuantía de $18.497.000 más los intereses a que hubiere lugar, la cual podría incrementarse. 

Este hallazgo igualmente da lugar a posible incidencia disciplinaria, por lo que se trasladara al ente competente.
2.3.11 HALLAZGO: EXITECH NIT: 800213905

Respecto de este contribuyente, se profirieron los siguientes mandamientos de pago:

Mandamiento de pago No. PO14567 de junio 28 de 2002 por valor de $8.299.000 correspondiente a los bimestres 4, 5 y 6  vigencia 1.994; 1, 2 y 3 vigencia 1996 notificado por correo certificado el 02 de julio de 2002.

Mandamiento de pago No. 016288 de junio 10/03 por valor de $2.702.000 correspondiente a los bimestres 1, 2 y 4 vigencia 1997,  notificado por correo certificado el 13 de julio de 2003. 

Mandamiento de pago No. DDI-001171 de agosto 17 de 2005 por valor de $2.754.979.000, incluido el impuesto y sanción por las vigencias comprendidas entre el segundo bimestre de 1.994, hasta el primer bimestre de 2000, como se puede observar este acto recoge los anteriores mandamientos.

Se profirió la Resolución No. 173 de marzo 13 de 2003, expedida por la jefatura de la Unidad de Cobranzas Subdirección de Producción y Consumo, ordenando el embargo por renuencia al pago de obligaciones  tributarias  por las vigencias: 1.994/2, 1.994/3, 1.994/4, 1.994/5,1994/6, 1.995/1, 1995/2, 1.995/3, 1.995/4, 1.995/5, 1.995/6, 1.996/1, 1.996/2, 1.996/3, 1.996/4, 1.996/5, 1.996/6, 1.997/1, 1.997/2, 1.997/3, 1.997/4, 1.997/5, 1.997/6, 1.998/1, 1.998/2, 1.998/3, 1.998/4, 1.998/5, 1.998/6,1.999/1, 1.998/2, 1.998/3, 1.998/4, 1.998/5, 1.998/6, 1.999/1, 1.999/2, 1.999/3, 1.999/4, 1.999/5, 1.999/6, por valor de $3.644.228.434.

De una parte, tenemos que no se evidencia gestiones tendientes a la efectividad de los embargos ordenados a través de la Resolución No. 173 de 2003, dado que no reposan comunicaciones a entidades financieras ni a las oficinas de instrumentos públicos, así como tampoco de haberse hecho parte en la liquidación de dicha empresa, pues según constancia de la Cámara de Comercio de Bogotá expedida el 9 de agosto de 2005, la sociedad EXITECH S.A., fue declarada disuelta y en estado de liquidación  (al parecer voluntaria) por escritura pública No.3287 de la Notaria Cuarenta y Ocho de Bogotá D.C., del 29 de diciembre de 2000 e inscrita el 15 de marzo de 2001, bajo el No.769028 del libro IX, 
Posteriormente se profirió la Resolución DDI 000568 de agosto 8 de 2005 por la cual se ordena nuevamente embargo por renuencia al pago de obligaciones tributarias por valor de $3.997.441.000  y  seguidamente el 17 de agosto de 2005 profieren el mandamiento de pago No. DDI-001171 por valor de $2.754.979.000, incluidas las vigencias de los mandamientos de pago Nos.  PO14567 de junio 28 de 2002, por los bimestres 4, 5 y 6 de 1.994, 1, 2 y 3 de 1996 y No.016288 de junio 10/03, por los bimestres 1, 2 y  4 de 1997.

Así las cosas, si bien se realizan actos de cobro, no se evidencia trámite posterior que busque la efectividad de los mismos y por el contrario nos encontramos frente a una evidente ausencia de control sobre los procesos, al pretender recoger en un solo acto (mandamiento de pago No. 1171 de agosto 17 de 2005, vigencias segundo bimestre de 1994 hasta primer bimestre de 2000) por todas las deudas, sin que se haga mención a una pretendida acumulación de procesos; o se revocaran actos anteriores. 

La situación antes descrita ha imposibilitado a este ente de control, hallar mayor claridad en las diferentes actuaciones.

No obstante lo anterior, es necesario señalar que la falencia de controles mencionada se ha visto durante todo la auditoría, como una verdadera ausencia de políticas estructurales por parte de las directivas de la entidad, pues ha sido reiterado en cada uno de los informes del ente de control, la mención respecto de la constante inversión de altas sumas de dinero en los sistemas de información, cual es la herramienta indispensable a la rea de cobranzas de al DDI, sin embargo el área de impuestos continua trabajando con controles manuales, que dada la magnitud de la información, resulta totalmente inconveniente.

Conforme a lo anterior, debe admitirse que no hubo acciones oportunas para lograr el cobro, pues como ya se indicó, si bien se dictaron actos de cobro y las respectivas órdenes de embargo, para entonces ya la empresa se había liquidado. 

En tal sentido, el Distrito ha dejado de percibir recursos en cuantía de $2.754.979.000,  de conformidad con las conductas previstas en el Art. 6 de la Ley 610 de 2000, igualmente da lugar a posible incidencia disciplinaria, por lo que se trasladara al ente competente.
2.3.12 HALLAZGO: YESOS LA ROCCA  NIT: 860502240

A esta sociedad le fueron expedidos los siguientes mandamientos de pago:

No. P000033 de noviembre 11 de 1998 por valor de $10.282.000 correspondiente a la vigencia fiscal 1.992, si bien según respuesta se ordenó embargo con Res. 0010 del 19/03/99 en cuantía de $23.000.000 

No. 007429 del 21/12/99 por valor de $16.126.000 correspondiente a la vigencia 1.993-1, sin evidencia de actuación posterior a efectos de finiquitar con éxito las acciones de cobro.
Finalmente fueron declaradas prescritas las vigencias 19992,1993 y anteriores mediante Resolución No. DDI-000770 del 8 de enero de 2006, dejando de ingresar al erario distrital la suma de $33.179.436.

La misma situación se presentó respecto del mandamiento de pago No. P000286 del 18-02-99 por las vigencias 1994/6 y 1995 /1,5, por valor de $6.778.000 para cuyo efecto ya se declaró la prescripción mediante  Resolución No. 203830 de 28-07-05 dejando de percibir el Distrito la suma de $8.883.000. 

Mandamiento de pago No.1655 de 14-05-99 por vigencia 6 de 1.995 por valor de $2.105.000, tampoco fue gestionado con posterioridad a la expedición del mandamiento de tal forma que decaimiento operó en el año de 2004.

Es pertinente señalar que en la Resolución No. 88258 del 23 de agosto de 2004, se ordena embargo en cuantía de $141.000.000 incluyendo en este valor entre otras las vigencias de 1993-1, 1.994-6, 1.995-1, 1.995-5, 1.995-6, las cuales eran objeto de cobro mediante los mandamientos de pago de los años 1.998, 1.999, esto es, cuando ya habían transcurrido los cinco años que tiene la administración para agotar la etapa de cobro coactivo.

Conforme a los argumentos precedentes, los valores dejados de percibir, asciende a la suma de  $44.167.436, valor que se constituye en daño patrimonial, como consecuencia de las gestiones extemporáneas, consideradas como conductas enmarcadas en el Art. 6 de la Ley 610 de 2000.

Este hallazgo igualmente da lugar a posible incidencia disciplinaria, por lo que se trasladara al ente competente
 2.3.13 HALLAZGO  DISCIPLINARIO      

La gestión de cobro coactivo en la DDI no tiene en cuenta la aplicación de los principios de economía, eficacia, celeridad que garanticen la obtención de resultados eficientes, con la correspondiente optimización del recurso humano, pues para un mismo contribuyente existen hasta nueve (9) procesos, en curso, sustanciados estos  por diferentes funcionarios. 

Dicha circunstancia no solo causa perjuicios al mismo contribuyente quien tendrá que estar pendiente de los funcionarios sustanciadores de cada caso, lo que podría traducirse en violación al derecho de defensa; sino que para la dependencia representa desgaste administrativo que podría obviarse, si el procedimiento permitiera la acumulación de procesos, de acuerdo con los requerimientos y complejidad de cada caso. 

La anterior situación, se hace más crítica si se tiene en cuenta que una misma vigencia o periodos de ella, son involucrados en diferentes mandamientos de pago, y correlativo a ello, se realizan órdenes de embargo en las mismas circunstancias, lo que puede generar riesgos para la entidad y perjuicios al contribuyente. 

Situación que se evidenció para los siguientes NITs:

	NIT
	Razón Social
	No.

Mandamientos de Pago

	860005537-6
	SERVINCO LTDA
	4

	830009225-2
	PULLSA S.A.
	7

	830005362
	ARTEFACTA S.A.
	3

	860054406
	PRICOMAS LTDA
	9

	860003450
	TEXTILES DURAN
	3

	860024108
	COMERCIALIZADORA MODERNA 
	4

	860515717
	OPERARIOS EMPLEADOS TEMPOTRALES
	9

	860040871
	PLINCO S.A.
	6


    Fuente: Procesado equipo Auditoría Especial – Mayo de 2006

Igualmente, expedientes que no requerían de apertura de proceso de cobro al no existir deuda, lo cual ilustra la necesidad de contar con cifras ciertas de cartera a fin de evitar el desgaste administrativo. Ejemplo de ello, el  Nit 899999073 con una deuda de $4.473.7 millones, que correspondía a una compensación y el nit 172989 de Alfredo cortes Ortiz con la suma de $3.9 millones, para el cual se confirmó que no tenía deuda. 

2.4 IMPUESTO AZAR Y ESPECTACULOS

La evaluación del impuesto de Azar y Espectáculos se focalizó en la revisión de las sanciones impuestas al sector financiero por la omisión en la presentación y pago de las declaraciones con ocasión de las rifas promocionales realizadas desde el año 1999.

Del monto total de las sanciones ($116.597.2 millones), se tomó una muestra del 86%, es decir, se revisaron los siguientes expedientes:

TABLA 12 

SANCIONES IMPUESTO AZAR Y ESPECTACULOS

PERIODO 1999 – 2006-03-07 

                                       (Millones)

	CONTRIBUYENTE
	MONTO SANCION

	Banco Cafetero s.a. Bancafe
	38.280.4

	Banco de Bogotá s.a.
	35.359.8

	Banco Colpatria Red multibanca colpatria s.a.
	26.292.9

	Total Muestra
	99.933,1


 Fuente: Dirección Distrital de Impuestos- Secretaria de Hacienda Distrital

Una vez realizada la evaluación de cada uno de los contribuyentes, se presentan los siguientes resultados:

Banco Bogotá 

El Banco de Bogotá es requerido por la obligación de presentar las declaraciones del impuesto, por las rifas promocionales realizadas en los doce períodos de 2000 y un período de enero de 2001; para lo cual realiza el emplazamiento para declarar 2004EE112607 el 28 octubre de 2004 y emite la Resolución Sanción RS-IPC-17-2511 del 13 de diciembre de 2004, expedida por el coordinador del Grupo Interno de Trabajo de Liquidación Unidad de Determinación Subdirección Impuestos a la Producción y al Consumo de la DDI, resolución notificada el 16 de diciembre de 2004.

Una vez presentado recurso de reconsideración, se confirma la decisión mediante Resolución 171380 de junio 13 de 2005, por la suma de $35.359.9 millones. A lo cual la entidad bancaria decide solicitar la Sanción Reducida del 10% equivalente a la suma de $3.535.9 millones, concedida mediante la Resolución 2005EE-13906 del 11 de febrero, notificada el mismo día, de conformidad con el Acuerdo 132 de 2004 artículo 46 y la cual interrumpe la prescripción de la acción de cobro (art. 137 decreto 807 de 1993). 

Así las cosas, el Banco solicita facilidad de pago, petición atendida mediante Resoluciones 2005EE13818 y 2005EE13819 de febrero 11 de 2005, concediendo como término 24 meses para cancelar en cuotas de periodicidad semestral de agosto de 2005 a febrero 11 de 2007. Por ende, se aplican como intereses la suma de $653.9 millones  y por sanción reducida $3.535.9 millones.

Al momento de la revisión del expediente, el Banco presenta formularios únicos del impuesto con los cuales cancela cuotas correspondientes a la sanción reducida e intereses, fijadas el 11 de febrero de 2006, que suman $2.095 millones; debiendo completar el monto adeudado en febrero de 2007.

Banco Cafetero

El Banco cafetero es requerido por no declarar el impuesto de azar y espectáculos por las rifas promocionales realizadas en los doce períodos correspondientes a los meses de mayo a diciembre de 2000. Por lo cual, la DDI realiza emplazamiento 2004EE139324 de fecha Diciembre 3 de 2004 y emite la resolución Sanción RS 17-103 de Febrero 22 de 2005, expedida por  el Coordinador Grupo Interno de Trabajo de Liquidación Unidad de Determinación Subdirección Impuestos a la Producción  y Consumo. El 26 de octubre de 2005. Se observa que la notificación realizada el 22 de abril de 2005, no presenta con claridad la fecha.

Es importante anotar, que la notificación se dirige a la calle 28 No. 13 A 15 Piso 30 y la dirección señala por la entidad financiera y la que se observa en las actas de sorteo, contenidas en la carpeta del expediente; presentan la dirección calle 28 No. 13 A 15 piso 32. 

La entidad bancaria el 22 de abril de 2005 presenta recurso de reconsideración y a la fecha (Marzo 7 de 2006) no se ha resuelto por parte de la Dirección de Impuestos, término que se vence el 21 de abril del presente año, a fin de que no opere el silencio administrativo positivo. (art.732 Estatuto Tributario, el cual fija como término perentorio para resolver este recurso, Un año, contado a partir de su interposición en debida forma, sopena de la operancia del silencio administrativo positivo, lo anterior en concordancia con el art. 104 Estatuto Tributario Distrital). Situación que fue advertida por este ente de control.
En este sentido, es importante anotar que el caso del Banco Bogotá al acogerse a la sanción reducida, finalizó el litigio, mientras que el caso relacionado con el Banco Cafetero aún está en discusión. 

2.4.1 HALLAZGO  DISCIPLINARIO IMPUESTO AZAR Y ESPECTACULOS

La evaluación del expediente Banco Colpatria, permite inferir actuaciones particulares respecto de las notificaciones que resuelven recursos de reconsideración por parte de DDI en los procesos, tal como veremos a continuación: 

Se inicia proceso a la entidad financiera con requerimiento de información No. 04 – 4955 del 2 de octubre de 2001, teniendo en cuenta que durante los períodos 6 a 12 de 1999 y 1 a 6 de 2000, realizó rifas y promociones y no pagó el impuesto de Azar y Espectáculos; por tal razón se le concedió 15 días para presentar las declaraciones. Requerimiento que fue enviado por correo certificado para su correspondiente notificación el 7 de noviembre de 2001 y para el cual la DDI, le concede dos prórrogas, una hasta el 30 de noviembre y la otra hasta el 12 de diciembre de 2001.

Se realiza un segundo requerimiento, el número 049719 de fecha 20 de septiembre de 2002, advirtiendo una vez más que tiene una sanción mínima vigente de $82.000 pesos y que deberá presentar las declaraciones en un plazo no mayor a 15 días. 

Ante la renuencia del banco, la DDI realiza un tercer requerimiento (número 04-31336 de fecha del 18 de diciembre 2002) otorgándole nuevamente 15 días para que presente las declaraciones y reiterando la advertencia respecto de la sanción mínima de $82.000 pesos, para el efecto le concede un nuevo plazo hasta el 14 de febrero de 2003, no obstante los consecutivos requerimientos, el banco omite la presentación de las respectivas declaraciones.

La DDI, hace un cuarto requerimiento con número 2003EE-136059 del 29 de diciembre 2003; para este momento ya habían transcurrido 10 meses desde la última prórroga y dos años dos meses, desde la fecha de inicio de la gestión frente a este contribuyente. Este Requerimiento fue recibido por el Banco Colpatria el 9 de enero de 2004, según se aprecia en los sellos tanto de recibido en la entidad financiera como en el sticker de la empresa de correspondencia, en cuyas inscripciones se anota como dirección carrera 7 No. 24 – 89 Piso 14 y en el otro sello simplemente Colpatria Red Multibanca.
Finalmente, el 21 de mayo de 2004, se realiza el emplazamiento para presentar declaraciones de los períodos 6, 7, 8, 10, 11 y 12 de 1999 y 1 al 6 del 2000; debiendo pagar sanción de extemporaneidad por cada mes o fracción del 10% del total del impuesto a pagar, dicho acto se envió a la carrera 7 No. 24 – 89 Piso 14 de tal forma, que su notificación se produce el 28 de mayo de 2004. 
El 2 de Julio 2004, el Coordinador del Grupo Interno de trabajo de Liquidación de la DDI, emite la Resolución No. RS-IPC-17-1629 imponiendo sanción en cuantía de $26.292.9 millones, contra la cual el banco presenta recurso de reconsideración, a través de apoderado, el 7 de Septiembre de 2004.

El 21 de Abril de 2005, el Coordinador de Grupo Recursos tributarios, emite Resolución EE-42295 de abril 21 de 2005, la cual resuelve admitir el recurso de reconsideración, modifica el artículo 1 de la resolución sanción en el sentido de levantar la sanción por el período de septiembre de 1999, cuya cuantía ascendía a la suma de $2.036.083.000 y ordena notificar e indica que no procede recurso y decide remitir copias del acto al grupo de notificaciones de la Subdirección de Impuesto a la Propiedad y Consumo. 

En consecuencia, la sanción queda confirmada en la suma de $24.256.883.000: posteriormente el banco Colpatria en comunicación del 27 de octubre de 2005, solicita se le informe si se resolvió el recurso de reconsideración y en caso afirmativo la expedición de copias, en respuesta la DDI  indica que el recurso fue resuelto y notificado por edicto fijado el 11 de mayo de 2005 y desfijado el día 25 del mismo mes y año.

La apoderada del banco en comunicación de fecha 17 de noviembre de 2005, solicita la restitución de términos con base en el artículo 567 del ET, de tal forma que la DDI procede a enviar nuevamente citación para notificación; bajo la justificación de error en la dirección de notificación, señalando que si bien la citación se envió efectivamente a la carrera 7 No. 24-89 Piso 12, el funcionario encargado de llevar la correspondencia “erróneamente entrego a la citación a la carrera 7 No. 24  -81 Piso 1”(Sic).

Dado que para el ente de control, dicha actuación resulta bastante particular, frente a este mismo tipo de actuaciones no solo en este proceso, sino en similares, es decir con otras entidades financieras requeridas por el mismo tema de Azar y espectáculos, se profundizo a efectos de establecer que no era procedente la reposición de los términos de notificación.

 En este sentido, se observa que como sustento, el banco aporta diferentes certificaciones, entre ellas, la del administrador General del edificio Colpatria en la que señala que el local donde funcionan los cajeros automáticos de la Red Multibanca corresponde a la dirección carrera 7 A interior 101.  

Igualmente, anexa el documento privado de fecha 26 de octubre de 2005, en el cual el Gerente de Servicios Administrativos del Banco Colpatria, declara que la dirección carrera 7 No. 24 – 89 interior 101, hace parte de su gerencia y que allí se recibió el día 26 de abril de 2005, un documento proveniente de la Secretaria de Hacienda, dirigido al señor JORGE VON WALTER y que el citado documento se encuentra extraviado.

En la misma fecha el Gerente de Contabilidad e Impuestos del banco, señala que la dirección Carrera 7 No. 24-89 Piso12 se entiende como dirección fiscal del banco o de recibo de correspondencia de impuestos.   

Los anteriores soportes, sirvieron a la Subdirectora Jurídico Tributaria, para emitir concepto en el que considera procedente volver a efectuar la notificación de la Resolución que decide el recurso de reconsideración, señalando que el acto en cuestión se notificó en el primer piso de la dirección otorgada por el representante legal de Colpatria y no en el 12. También señala el concepto, que la restitución de términos es para acudir ante lo contencioso administrativo mediante acción de nulidad y restablecimiento del derecho; y de igual forma considera que el silencio administrativo positivo quedaría mitigado en razón a que la peticionaria expresa que no habría lugar a configuración de causal de nulidad prevista en el artículo 730 literal c) del E.T. 

Conforme a lo anterior, se puede observar como las diferentes comunicaciones de la DDI fueron envíadas a la carrera 7 No. 24 – 89 Piso 14 y la entidad financiera no encontró inconveniente alguno con el recibo y la ubicación, como quiera que en las cuatro ocasiones el banco se manifestó respecto de cada una, solicitando prorrogas para la presentación de los actos exigidos por la DDI.

Ahora bien, para efectos de la notificación de la sanción, la comunicación se envía a otro piso y tampoco se presenta inconveniente, toda vez que aún recibiendo la citación de notificación en dependencia diferente a la que se venían enviando todas las anteriores, se interpone recurso de reconsideración; Nótese que hasta lo aquí observado, el contribuyente ha estado al tanto de las obligaciones pendientes que le ha venido prorrogando la DDI, independiente de la dependencia a la cual llegue la correspondencia, de tal forma que se esperaría el mismo proceder, máxime cuando el proceso se encontraba en su etapa final y decisiva. 

Es por ello que no resulta lógico que se tome una actitud completamente adversa por parte del banco, justamente con la comunicación de CORDIS 2005EE 42295 de fecha abril 22 de 2005, dirigida al representante del Banco Colpatria, solicitándole la comparecencia a efectos de notificarse del acto administrativo que resolvió el recurso de reconsideración y respecto de la cual hay que destacar algunos aspectos:

 Está claramente señalada la dirección de carrera 7 No 24-89 Piso 12, es decir que en estricto sentido no hay cambio sustancial, además se lee claramente el nombre del represente legal de Colpatria, señor Gustavo Jorge Von Walter”,  el mismo documento en la parte superior, contiene un sello con la inscripción “COLPATRIA RED MULTIBANCA COLPATRIA S.A. RECIBIDO”, y al final se registra nuevamente el sticker de la empresa de correspondencia donde una vez más  se lee “carrera 7 No.24-89 piso 12 Gustavo Jorge Von Walter”
Por lo cual es imperativo colegir, que en efecto las comunicaciones fueron recibidas por la entidad financiera y no podriá haber lugar a equivocó alguno, por parte de la misma entidad receptora respecto de la oficina o dependencia a la cual estaba dirigida la citación; menos aún cuando se trataba nada menos que de uno de los más altos directivos, esto es altamente conocido en toda empresa; de tal forma, que resulta bastante particular que el Gerente de Servicios Administrativos de Colpatria, jefe de la dependencia donde se recibió la comunicación, no conozca al representante legal de su entidad y que tampoco de importancia a una comunicación que advierte que en el evento de no comparecer se notificará por edicto.

Bajo los anteriores argumentos, este ente de control, no comparte la decisión que concluyó “la existencia de error en la notificación” de tal forma que tampoco considera acertada la decisión de ordenar efectuar nuevamente la notificación, dado que en estos términos la DDI, permitió a la entidad financiera abrir la posibilidad de demandar en acción de reparación directa y cumplimiento; cuyo término se les había vencido dentro de los cuatro meses siguientes a la desfijación del edicto que notificó el acto administrativo que decidió la reconsideración; es decir, 25 de septiembre de 2005. 

En este orden de ideas, es evidente la variación en la actuación respecto de este contribuyente en particular, dado que en relación con el mismo tema de sanciones impuestas por omisión del impuesto de azar y espectáculos, entre ellos el proceso realizado con el Banco Cafetero Bancafe S.A., y en particular en lo que refiere a la dirección de notificación, esta última entidad financiera señala como oficinas la calle 28 No 13 a 15 piso 32, sin embargo las notificaciones se efectúan al Piso 30, sin que se presente novedad alguna.

Para concluir, el ente de control no comparte los argumentos de defensa esgrimidos por la Secretaria de Hacienda Distrital, sustentados bajo el principio de legalidad y el derecho de defensa, los cuales podrían quedar en contradicción frente al modus actuante sobre las mismas materias y aspectos respecto a otros contribuyentes en actuaciones similares.

2.5 EVALUACIÓN INFORMACIÓN DE CARTERA ICA

2.5.1 Evaluación información carteras  ICA 2003, 2005  y  gestión

En desarrollo de la Auditoría especial que se adelantó a la información del impuesto de Industria Comercio y Avisos (ICA), se solicitó y procesó la información correspondiente a los registros de la Cartera del citado impuesto que actualmente posee la SHD, datos provenientes del Sistema de Información SIT2, los cuales se sometieron a diferentes procesos de tipo técnico a fin de establecer los niveles de consistencia.

La información reportada por la Entidad corresponde a los siguientes archivos:

· Cartera a diciembre de 2005 con 205.603 registros

· Cartera a enero de 2005 con 194.201 registros

· Gestión 2004 y 2005 con 331.571 registros

· Pagos 2004 y 2005 con 73.570 registros

Del análisis general a esta información, se observó que en tales archivos, existen varios registros asociados a un solo contribuyente, aspecto que es normal, teniendo en cuenta la dinámica del impuesto, razón por la cual para facilitar el análisis de la información se sometió a diferentes procesos informáticos conducentes a determinar segmentos con base en las vigencias a las que corresponda cada registro de cartera.

La cartera 2003 con un total de 205.603 registros, al agruparlos por vigencia fiscal, con acumulados según las variables actualización de la sanción, sanción, intereses e impuesto, cifras que se muestra en la tabla 13.

TABLA 13: DISTRIBUCIÓN CARTERA 2003 POR VIGENCIAS FISCALES

Millones 

	A_GRAV
	CANT. REG
	TOTAL ACT_SANCION
	TOTAL SANCION
	TOTAL INTERESES
	TOTAL IMPUESTO
	TOTAL

	1994
	21.664
	273,5
	959,6
	11.253,8
	4.820,6
	17.307,6

	1995
	21.911
	180,1
	1.017,7
	14.206,3
	6.666,4
	22.070,5

	1996
	23.473
	101,6
	1.423,0
	19.399,6
	10.657,0
	31.581,1

	1997
	21.185
	38,4
	1.512,9
	21.072,4
	12.861,7
	35.485,3

	1998
	20.967
	9,6
	1.184,5
	13.020,0
	10.050,8
	24.264,9

	1999
	17.959
	0,0
	924,4
	10.856,6
	10.019,5
	21.800,4

	2000
	16.201
	0,0
	622,3
	7.975,9
	9.750,6
	18.348,8

	2001
	23.327
	0,0
	782,0
	6.435,3
	11.312,1
	18.529,4

	2002
	23.115
	0,0
	641,2
	4.805,4
	16.894,2
	22.340,8

	2003
	15.801
	0,0
	243,3
	1.803,2
	15.602,2
	17.648,7

	TOTALES
	205.603
	603,2
	9.310,7
	110.828,4
	108.635,1
	229.377,5

	
	
	0,26%
	4,06%
	48,32%
	47,36%
	


Fuente: Datos SHD/procesado equipo auditor

Con base en lo anterior, teniendo en cuenta que un contribuyente puede tener deudas en más de una vigencia fiscal, se realizó un proceso automático adicional con el fin de determinar de forma individual, cuántos contribuyentes son los que están incluidos en dicha cartera. Este proceso que produjo un total de 59.831, indicando así, que la relación entre el volumen de registros del universo de 205.603 registros y el total de contribuyentes es de aproximadamente de 3,4 registros por contribuyente, determinando así el universo gestionable de cartera. 

La distribución de las cifras antes descritas, muestran  en términos porcentuales, que el peso del concepto “intereses”, alcanza el 48,32% de la composición de la cartera, frente al concepto “impuesto”, que por su parte se  ubicó en el 47,36%, indicando que los intereses superan al impuesto, permitiendo evidenciar, que las cuantías que la mayoría de registros que conforman la cartera, son de vigencias antiguas, es decir, los registros corresponden a las vigencias 1994 a 2000.

De otra parte, lo concerniente a la evaluación efectuada a la información contenida en el archivo de cartera 2005, se le realizaron procesos técnicos similares,  obteniendo los resultados mostrados en la tabla 14.

TABLA 14: DISTRIBUCIÓN CARTERA 2005 POR VIGENCIA

Millones
	A_GRAV
	CANT. REG.
	TOT ACT. SANCION
	TOTAL SANCION
	TOTAL INTERESES
	TOTAL IMPUESTO
	TOTAL

	1994
	21.784
	0
	1.210,9
	14.361,4
	5.753,7
	21.326,0

	1995
	23.834
	0
	1.331,2
	19.072,5
	10.420,5
	30.824,2

	1996
	22.683
	0
	1.274,7
	16.837,5
	8.234,2
	26.346,5

	1997
	20.631
	0
	1.298,2
	13.484,7
	7.462,3
	22.245,2

	1998
	19.094
	0
	1.048,2
	12.648,1
	8.205,6
	21.901,9

	1999
	15.668
	0
	899,1
	9.500,1
	7.531,2
	17.930,4

	2000
	13.123
	0
	672,3
	8.267,8
	7.847,1
	16.787,2

	2001
	14.006
	0
	746,9
	3.923,1
	4.748,7
	9.418,7

	2002
	14.150
	0
	514,8
	3.667,6
	6.546,7
	10.729,1

	2003
	17.383
	0
	257,9
	3.715,1
	11.511,3
	15.484,3

	2004
	11.845
	0
	192,5
	2.077,8
	14.637,5
	16.907,8

	TOTALES
	194.201
	0
	9.446,9
	107.555,6
	92.898,7
	209.901,2

	0
	0
	0
	4,50%
	51,24%
	44,26%


	 


Fuente: Datos SHD/procesado equipo auditor

De igual forma, se realizó el proceso automático para determinar la cantidad de contribuyentes incluidos en dicha cartera, obteniendo un total de 58.851. 

Al comparar los resultados obtenidos en la evaluación a los datos de los archivos de las carteras 2003 y 2005, se observa que la tendencia en volumen de registros y cantidad de contribuyentes, es similar en los obtenidos de las dos fechas evaluadas, indicando con ello, que a pesar de lo distante en el tiempo de las dos carteras revisadas, dos años, el nivel de fluctuación de registros es bajo, en atención a que por regla natural, lo esperado sería que hubiese reducciones, tanto en número de contribuyentes como en registros, sobre todo para las deudas de mayor antigüedad, hecho que no se ha materializado. 

Así mismo, se realizó cruce de datos entre el archivo de contribuyentes únicos registrados en la cartera del año 2003 contra su homólogo de la cartera 2005, con el fin de determinar la cantidad de contribuyentes que estando en la cartera de 2003, continúan en igual  condición en la cartera 2005.   Este proceso arrojó como resultado un total de 46.069  contribuyentes que permanecieron en igual situación, sobre los universos de entrada de 59.831 y 58.851 registros únicos respectivamente, cifra equivalente al 78%.   La evidencia de este hecho, permite colegir que la gestión de cobro adelantada por la Entidad durante el período 2003 a 2005, sobre el primer archivo de cartera, año 2003, mostró un nivel de éxito sólo del 22%, sobre los universos evaluados y en consecuencia una tendencia estable en los registros de  conformación de la cartera.  

De otra parte,  se evaluó el archivo de “Gestión 2004 y 2005”,  que contenía 331.571 registros de la información pertinente a las actuaciones de cobro efectuadas por la Entidad a los contribuyentes durante las vigencias precitadas, entre las que se encuentran: envió de sugeridos, llamadas a través del Call Center, resolución de cancelación, entre otros, datos que no reflejan de forma concreta las actuaciones realizadas por la administración en razón a que los contenidos allí consignados son de carácter general y no permiten establecer de forma eficiente los resultados que se obtuvieron de las mismas.

Así mismo, se evalúo la información remitida por la entidad en el archivo de pagos, 2004 y 2005, el cual contenía 73.570 registros, que fueron sometidos a pruebas de auditoria similares a las practicas a los demás archivos, estableciéndose una salida con agrupación de registros por vigencia, total de registros, suma de pagos y cálculo de promedio, tal como se muestra en la tabla 15.

TABLA 15: INFORMACIÓN DE LOS PAGOS 2004-2005 POR VIGENCIA

	A_GRAV. 
	CANT.  REG
	 TOTAL PAGADO  $
	PROMEDIO PAGADO $

	1990
	1
	19.816
	19.816

	1991
	1
	5.642
	5.642

	1992
	8
	9.274.907
	1.159.363

	1993
	439
	1.112.259.360
	2.533.620

	1994
	317
	590.605.063
	1.863.107

	1995
	649
	1.389.214.586
	2.140.546

	1996
	1.242
	2.543.104.880
	2.047.588

	1997
	1.120
	1.135.897.109
	1.014.194

	1998
	1.810
	1.528.375.046
	844.406

	1999
	4.883
	2.689.288.883
	550.745

	2000
	6.636
	4.146.868.796
	624.905

	2001
	9.784
	4.297.134.032
	439.200

	2002
	11.911
	8.304.513.976
	697.214

	2003
	16.131
	24.064.914.100
	1.491.843

	2004
	13.480
	29.644.889.794
	2.199.176

	2005
	5.158
	14.649.428.094
	2.840.137

	TOTALES
	73.570
	96.105.794.084
	


Fuente: Datos SHD/procesado equipo auditor

Según los resultados antes descritos, se observa que  los recaudos mostrados estarían en teoría por el orden del 50% con respecto a los valores de las carteras 2003-2005, citados anteriormente, cifra que al confrontarla con los valores obtenidos en los anteriores procesos de los archivos de las carteras 2003 y 2005, lo esperado sería que si habiéndose presentado pagos en las cuantías antes citadas, debía entonces reflejarse en la disminución tanto de los saldos en los conglomerados de la información evaluada como en el número de registros, hecho que como y ase anotó, no concuerda con los resultados obtenidos, en razón a que las fuentes de información son diferentes y en consecuencia, los resultados no son compatibles e impactan negativamente los procesos de toma de decisiones. 

De lo anterior se entienden, dos situaciones; la primera, que los pagos realizados durante la vigencia 2004-2005, reportados por Cobranzas, no se originaron en su totalidad de las gestiones específicas de cobro sobre los registros de cartera que se gestionaron, sino más bien,  se derivaron del conocido efecto multiplicador y corresponden a vigencias y/o registros que no estaban previamente identificadas en el archivo inicial de cartera; y la segunda, que la información de los pagos realizados por los contribuyentes en los períodos referidos, no está siendo aplicada de forma oportuna en las respectivas cuentas corrientes y en consecuencia, los saldos producidos por el sistema de cuenta corriente
 y que hacen parte de la cartera 2005, no muestran niveles aceptables de oportunidad en la disposición de la información base para la toma de decisiones y procesos subsecuentes; por lo tanto, éstos requieren de medidas estructurales en el tratamiento de la información por medios electrónicos a fin de establecer controles eficientes  que faciliten las labores seguimiento y control a la gestión de la información de cobro de los impuestos distritales, en términos de eficacia y eficiencia con información depurada y unificada.

 2.5.2  EVALUACIÓN INFORMACIÓN CARTERA GESTIONABLE ICA 2006 

Con el ánimo de obtener mayor certidumbre frente a los niveles de consistencia de la información de la Cartera del Impuesto de ICA, durante la auditoría y previo conocimiento de los registros publicados por la Entidad como Cartera certificada por la DDI vigencia 2005 y los resultados de la observación directa en la dependencia de Cobranzas, se evidenció que la información de las carteras provenientes de las cuentas corrientes, únicamente son tomadas por el área en calidad de insumo, aduciendo que la misma tiene inconsistencias y en razón a éstas, deben someter la información a procesos internos mediante herramientas computacionales de carácter ofimático, a través de las cuales finalmente establecen sus propios universos de información base para la gestión de cobro, datos que para el caso de la gestión 2006, la denominan “Cartera Gestionable..”, que igualmente contiene los registros de vigencias anteriores, información que se convierte en la base para que la dependencia formule sus metas de cobro. 

El archivo de la información de Cartera gestionable 2006, que contenía 126.672 registros, datos que al evaluarlos mostraron  la existencia de 360 registros con error en el campo “NIT”, los cuales no pudieron ser objeto de análisis. Surtido el proceso anterior, finalmente determinó un universo de registros a evaluar de 126.312, datos que para efectos del análisis se denominarán el universo de cartera a evaluar “archivo base gestionable 2006”.

Con respecto a los registros identificados sin contenido en el campo “NIT”, que no se incluyen en los análisis para no afectar los resultados, no obstante, ello se muestra en una tabla anexa, para que la administración  adelante las gestiones pertinentes a establecer cuáles son las causas de dicha inconsistencia.

Al respecto, es importante señalar que la información contenida en el archivo citado, corresponde a conjuntos de datos estructurados por la Subdirección de Cobranzas a partir de los archivos de cartera extraídos de las cuentas corrientes, más los registros procesados a nivel interno; es decir, la información que finalmente gestiona cobranzas, difiere de los universos construidos a través de los protocolos de cartera estructurados por la DD, que se ejecutan con base en la información de las cuentas corrientes de SIT II, aspecto que conlleva en si mismo, a que se  manejen diversidad de cifras y en consecuencia, se tomen acciones o decisiones que pueden ser conducir a decisiones equivocas, que finalmente se materializan en desgastes administrativos y técnicos que no permiten tomar acciones efectivas de cobro, por efecto de las inconsistencias de la información con el pertinente impacto negativo en la gestión de las áreas.  

Congruente con lo anterior, el análisis a la información se orientó de forma similar a los núcleos de datos ya evaluados; por ello, previos procesos de estandarización de la información suministrada, al individualizar los contribuyentes incluidos en el mencionado archivo se obtuvo un total de 44.141 contribuyentes únicos, sobre el universo de registros de 126.311, cifra que es ligeramente inferior a las establecidas en la evaluación a las carteras 2003 y 2005, que por su parte se ubicaron en  59.831 y 58.851, respectivamente, corroborando que la tendencia en cuanto a registros y número de contribuyentes se mantiene en márgenes similares, no obstante observarse que en esta información hay registros inconsistentes debido a que existen registros con igual “NIT” y diferente razón social, hecho que ahonda la brecha del conjunto de inconsistencias a las que se ha venido haciendo alusión.  

En ese orden de ideas, se comprobó en el citado archivo, el contenido del campo “RAZON SOCIAL”, no guarda uniformidad, es decir, un mismo contribuyente está registrado en las fuentes de información de varias formas.  A manera de ejemplo a continuación se citan algunos casos que ilustran el estado de la información que gestiona el área: 

	NIT
	RAZON SOCIAL

	3245
	CASTAQEDA LUIS JESÚS

	3245
	LUIS JESUS CASTAÑEDA

	21198
	POSADA P MANUEL JOSE

	21198
	POSADA PUERTA MANUEL JOSE

	125648
	BAYONA RAFAEL IGNACIO

	125648
	RAFAEL IGNACIO BAYONA LEGUIZAMON

	131929
	ANGULO BENAVIDES PEDRO

	131929
	PEDRO ANGULO BENAVIDES


Con las anteriores precisiones sobre los datos contenidos en el archivo de cartera “gestionable 2006”, el panorama respecto de la calidad de la información es altamente preocupante observándose en ella la presencia de alto nivel de riesgo en la operación de la información, lo mismo que amplios niveles de exposición a eventos accidentales e intencionales, como es el caso de eventuales modificaciones  que no están debidamente controladas ni monitoreadas, pues como ya se afirmó anteriormente, el manejo de la información a través de herramientas ofimáticas no ofrece ningún tipo de seguridad, ni tampoco pistas de auditoría a través de las cuales se puede establecer la pertinencia en las operaciones que sobre ésta se efectúe de parte de los operadores.    

2.5.3 EVALUACION INFORMACIÓN CARTERA GESTIONABLE POR AÑO GRAVABLE

La información de la “cartera gestionable 2006”  se presentó agrupada por vigencia fiscal, sumando los campos:  “SANCIÓN, INTERES,  IMPUESTOS “ y cuantificada según el número de cuentas por nit existentes en cada vigencia,  así:

Millones 

	AÑO

GRAVABLE
	SUMA

SANCION
	SUMA INTERES
	SUMA

IMPUESTO
	CANTIDAD DE NIT
POR  VIGENCIA

	0
	113.835
	0
	29.937
	8.720

	1994
	288
	4.274
	1.671
	2.009

	1995
	328
	6.051
	2.564
	2.878

	1996
	495
	7.734
	3.601
	3.823

	1997
	622
	6.470
	3.390
	3.154

	1998
	572
	6.925
	4.225
	3.866

	1999
	586
	6.338
	4.341
	3.955

	2000
	681
	5.691
	4.832
	6.741

	2001
	848
	4.576
	4.694
	14.610

	2002
	916
	3.963
	5.391
	15.271

	2003
	858
	5.333
	10.334
	18.510

	2004
	500
	3.746
	13.617
	27.725

	2005
	403
	2.265
	19.229
	15.050

	TOTALES
	120.934
	63.366
	107.827
	126.312

	SANCION + IMPUESTO
	184.299
	0
	0


Fuente: Archivos magnéticos cartera gestionable – 2006/Procesado: Equipo Auditor

Como se observa, existen datos no estandarizados como el caso de la vigencia (0), donde la sumatoria de los campos “sanción e impuesto” asciende a un total de $113.835 millones y compromete un total de 8.720 registros.  El hecho de encontrarse dentro de los registros de cartera en estas condiciones, implica que al no tener los registros incorporados los datos de la vigencia fiscal a la que corresponde la respectiva  deuda,  la entidad no puede establecer si éstos valores corresponde o no, a cuentas que puedan ser gestionadas con  probabilidad de éxito y algo más relevante aún, que los registros comprometidos con la mencionada inconsistencia afectan las cifras macroeconómicas de la cartera del Impuesto ICA y por consiguiente los demás valores que se derivan de éstos.
2.5.4  REGISTROS POR CONCEPTO

Este proceso muestra la información del archivo de cartera gestionable, en  registros acumulados por concepto, sumada por los campos “SANCIÓN, INTERESES, IMPUESTO y  contabilizado por número de cuentas por NIT,  agrupadas por segmentos, tal como se ilustra en la tabla 16.

TABLA 16: CARTERA GESTIONABLE

	Segmento 1: Total cuentas  con el campo “impuesto”  mayor a $500.000,oo

	
	SUMA

SANCION
	SUMA

INTERES
	SUMA

IMPUESTO
	CUENTA

X NIT

	TOTALES
	42.900.197.167
	62.355.139.000
	105.278.188.393
	73.030

	MÁXIMO
	6.280.877.000
	1.339.805.000
	5.098.228.000
	60

	PROMEDIO CUENTAS
	2.988.311
	4.343.490
	7.333.393
	5

	TOTAL CONTRIBUYENTES EN EL SEGMENTO
	14.356
	
	
	

	PROMEDIO DEUDA POR  CONTRIBUYENTE
	2.988.311
	4.343.490
	7.333.393
	

	
	
	
	
	

	Segmento 2: Total cuentas con el campo “impuesto” menor  o igual a $500.000,oo

	
	SUMA

SANCION
	SUMA

INTERES
	SUMA

IMPUESTO
	CUENTA X NIT

	TOTALES
	78.033.351.427
	1.010.731.000
	2.548.335.586
	53.282

	MAXIMO
	26.292.967.000
	1.352.000
	500.000
	37

	PROMEDIO
	2.619.800
	33.933
	85.555
	2

	TOTAL CONTRIBUYENTES EN EL SEGMENTO
	29.786
	
	
	

	PROMEDIO DEUDA POR  CONTRIBUYENTE
	2.619.800
	33.933
	85.555
	


Segmento 3:  Combinación Segmento 1 y 2  con totales y porcentajes
	Variable de Criterio
	SUMA

SANCION
	%
	SUMA

INTERES
	%
	SUMA

IMPUESTO
	%
	CUENTA

NIT
	%

	Impuesto >500
	42.900.197.167
	35,47%
	62.355.139.000
	98,40%
	105.278.188.393
	97,64%
	73.030
	57,82%

	Impuesto <=500.
	78.033.351.427
	64,53%
	1.010.731.000
	1,60%
	2.548.335.586
	2,36%
	53.282
	42,18%

	Totales
	120.933.548.594
	
	63.365.870.000
	
	107.826.523.979
	
	126.312
	


Fuente: Archivos magnéticos cartera gestionable - 2006/procesado: Equipo Auditor

De igual forma se realizó cruce de datos entre el contenido del archivo de contribuyentes de la cartera gestionable de 2006, contra el de los saldos de las cuentas corrientes del SIT2 con corte a enero 2005, con el propósito de determinar la tendencia  de los valores contenidos en los campos “sanción, intereses e impuesto” respectivamente.   Ese proceso  que mostró como resultado que de un total de registros de entrada de 44.142 correspondiente a los contribuyentes únicos registrados en el archivo de la cartera gestionable a 2006, solamente cruzaron 23.512 registros en el de la cartera de la cuenta corriente de  SIT II de la vigencia 2005, cifra equivalente al 53%, hecho que refleja la continuidad de gran parte de las cuentas de una cartera  a otra, sin observar  mayores niveles de disminución. 

En resumen, desde el punto de vista del tratamiento de la información, los resultados obtenidos de los diferentes procesamientos electrónicos realizados a las múltiples fuentes de información de la DDI con relación a las carteras, permiten evidenciar la existencia de inconsistencias en la información de diferente índole que igualmente se hacen extensivas a los procesos y procedimientos, aspectos que sumados impacta negativamente los resultados de la gestión de la dependencia de cobranzas, produciendo incertidumbre en las cifras tanto de  recuperación como de gestión y evidencia altos niveles de riesgos a los que de forma permanente está expuesta la información.  Lo anterior está fundamentado en la existencia de falencias del sistema de control interno imperante en las áreas que interactúan en los procesos, y especialmente en los componentes de planeación, organización, ejecución y control de los procesos internos de información, lo cual se manifiesta en la carencia de una única fuente de información depurada y consistente, aunado a la ausencia de herramientas tecnológicas que ofrezcan adecuados niveles de seguridad y control de la información, ausencia de controles y procesos de monitoreo sobre la integridad de la información.
2.5.5 RESULTADOS  

Los procedimientos administrativos y técnicos utilizados por la Unidad de Cobranzas de la Subdirección de Impuestos a la Producción y al Consumo de la DDI para el proceso de cobro de la cartera de Impuesto  ICA,  se evaluaron desde la perspectiva técnica del tratamiento adecuado de la información, para cuyo efecto se tomó como referente la forma como actualmente se administra,  procesa  y gestiona la información de las Carteras.

Para ello, en aras una mayor comprensión del objeto evaluado “proceso de cobro”, se consideró necesario hacer algunas precisiones respecto de la forma como actualmente se obtiene, administra y procesa  la información base para los referidos procesos, así:

· Información de los saldos de las cuentas corrientes de sistema de información SIT II.

La Unidad de Gestión del Sistema de la DDI como dependencia encargada de realizar el puente administrativo entre esta Dirección y la Dirección de Sistemas, mediante criterios previamente definidos entre las partes conocidos  como “protocolos”, definen los criterios bajo los cuales ésta última debe producir los diferentes archivos con los datos de los saldos de las cuentas corrientes, que se convierten en las entradas para los procesos de gestión, tales como: carteras por vigencia e impuesto, inexactos, omisos, entre otros. 

Una vez producido éstos insumos derivados de la ejecución técnica de los protocolos de parte de la Dirección de Sistemas e Informática y posterior entrega de las restantes, la Subdirección de Gestión del Sistema la DDI, entrega a las diferentes dependencias los archivos resultantes en formato plano a partir de los cuales se inician las respectivas gestiones.

· Tratamiento de la información por dependencia
El caso específico de Unidad de Cobranzas, el archivo antes citado,  se constituye en el punto de partida para iniciar las respectivas gestiones de cobro en cada vigencia fiscal  y similar actuación ocurre con las dependencias de la DDI, según su naturaleza.

En este punto es importante aclarar que las gestiones individuales sobre la información en cada dependencia, actualmente no están soportadas con ninguna herramienta tecnológica que permita procesar la información bajo niveles adecuados de seguridad e integridad y solamente se está recurriendo al uso de herramientas ofimáticas de uso general para adelantar las actividades, aspecto que visto desde la perspectiva del tratamiento de la información, corresponde a un sistema manual, monitoreado igualmente por controles administrativos, los cuales ante los altos volúmenes de información, resultan ser insuficientes y/o difíciles de aplicar, hecho que pone de presente la existencia de un alto nivel de riesgo para la información, en atención a la sensibilidad que por su naturaleza ésta posee.

Como ya se citó, los archivos recibidos como insumo, tienen características pasivas; es decir; son recursos de información de carácter individual e independiente que una vez producidos no guardan ninguna dependencia dinámica o proceso de retroalimentación automático con el sistema que los generó; en consecuencia, dichos archivos se constituyen en un conjunto de datos independientes como archivos tipo texto sin ningún otro tipo de seguridad que el meramente provisto de forma lógica por los sistemas operacionales, como Windows por ejemplo, es decir la información está eventualmente expuesta a altos niveles de vulnerabilidad, al  ser manejada libremente por los usuarios receptores.

El hecho de procesar información de tanta importancia misional para la entidad mediante herramientas ofimáticas (hojas electrónicas y manejadores de datos de características abiertas de uso general) de una parte y otra, el procesamiento interno que cada dependencia realiza para determinar sus propios universos de información, genera una brecha entre la información procesada por medios electrónicos y la de los procesos manuales, aspecto que se convierte en un actividad cíclica que contiene intrínsicamente inconsistencias entre los dos ambientes y lo más importante, con el actual modelo de tratamiento de la información, no se va a superar la incertidumbre de los datos que se produzcan como insumo para las demás dependencias de la Entidad y que se convierten en la fuente para la toma de decisiones.

Con las anteriores consideraciones y una vez realizados los procesamientos  electrónicos sobre la información básica de las dependencias, las inspecciones físicas y las consultas documentales respectivas, a continuación se describen los aspectos que impactan negativamente la consistencia, oportunidad y seguridad de la información de la DDI, así:

Desde el punto de vista del tratamiento de la información, existe una ruptura funcional entre la información que es procesada de forma automática a través de los sistemas de información; sin exceptuar que esta potencialmente puede eventualmente contener inconsistencias, con respecto a información procesada de forma individual en las dependencias, caso típico, los procesos de cobranzas y fiscalización, determinación y jurídica,  por cuanto según la naturaleza de la información, el criterio a seguir, debería ser que los contenidos de cada universo gestionado se retroalimenten con su origen; ello es, mediante mecanismos previamente establecidos que establezca de forma clara y precisa  las actuaciones se realizaron tanto de forma general como individual sobre los datos a fin de apoyar y monitorear procesos posteriores.  En la actualidad el único medio de retroalimentación; por demás, es el obtenido por vía pagos, que si bien es el fin de las actuaciones, no es el deseado para mantener controlado en forma adecuado el proceso.

El  sistema de control interno imperante en las dependencias que procesan la información referida, presenta falencias, principalmente en razón a que las deficiencias en los controles existentes, los cuales son de carácter manual y los mecanismos de monitoreo, en razón a los grandes volúmenes de información,  son débiles y algunos casos inaplicables, generando las deficiencia antes citadas.

La forma actual como se procesa la información relativa a los expedientes manuales que se tramitan en la dependencia, solamente es controlado a través de planillas que se diligencian en archivos de Excel u sistemas ofimáticos aislados, sobre los repartos y los retornos de éstos, pero no se cuenta con mecanismos de trazabilidad preferiblemente automatizada con adecuados niveles de seguridad y control que permitan determinar de forma consolidada e individual, los tiempos, actuaciones y demás aspectos que obren dentro de los expedientes, aspecto que hace dispendioso los procesos de control y monitoreo, con la consecuencia inherente del alto nivel de riesgo y la probabilidad de ocurrencia de amenazas que atenten contra la integridad, confidencialidad y oportunidad  de la información, es igualmente alta e impacta no solamente las cifras suministradas, sino también, la imagen institucional y la credibilidad de la ciudadanía en los datos que se emiten.

Este comportamiento, es extensivo a las dependencias de Fiscalización, Cobranzas y Jurídica, entre otras, quienes por su naturaleza basan sus actuaciones en el ámbito del derecho tributario y los registros generados en su gran mayoría se consignan en carpetas físicas que denominan “Expedientes”, hecho que constituye la existencia de núcleos de información con característica individual, donde convergen decisiones y actuaciones de diferentes funcionarios y/o instancias tanto jurídicas como administrativas, aspecto que conlleva a que la información allí consignada sea muy sensible y con un nivel de riesgo alto en razón a que los controles son muy débiles. 

El hecho que la información concerniente a los expedientes, esté siendo procesada y controlada por medios predominantemente manuales, únicamente apoyados en herramientas ofimáticas, y lo más importante en forma individual por las dependencias actoras en los procesos, máxime siendo procesos de tipo misional, las convierte en áreas altamente críticas para la Entidad, con amplios niveles vulnerabilidad y exposiciones a las diferentes manifestaciones del Riesgo como son eventos accidentales, intencionales y naturales. 

El papel que actualmente cumplen los módulos de las cuentas corrientes, como la herramienta informática que proveen el insumo de información del estado de cuenta base para la ciudadanía respecto de su situación tributaria frente a los procesos manuales de las dependencias de la DDI, en la actualidad nulo, en razón a que dichos módulos no han sido alimentados con la información relativa a los procesos manuales y/o semiautomáticos, hecho que ocasiona de una parte, que la información que se le brinda a la ciudadanía sea parcial y dependa de las diferentes fuentes de información o en algunos casos del fuero del funcionario que le presta la atención en la ventanillas, ocasionando desinformación e inconformidad frente a la situación tributaria de los contribuyentes, y la segunda, el impacto que éstos hechos tienen respecto de las cifras que éstas suministran y que afectan negativamente los demás procesos institucionales. 

Lo antes citado, se resume a manera de ejemplo, en el hecho que si un contribuyente solicita un estado de cuenta, con las actuales salidas de las Cuenta Corriente Contribuyentes (CCC), únicamente va a obtener información relativa a los declaraciones presentadas y los pagos aplicados, para los procesos normales de recaudo, pero éstas no reportan información de alerta respecto de si él está siendo objeto de algún tipo de proceso por parte de la DDI en alguna de sus áreas, como mecanismo de alerta y publicidad de los actos de la administración, y a los que el tanto el contribuyente como los órganos de control tiene derecho a conocer de forma unificada, razón por la cual es pertinente que la Entidad revise la cantidad y calidad de las salidas de las Cuentas Corrientes.

Ante esta situación, es pertinente señalar que tal como se opera actualmente, el potencial de contar con herramientas computacionales de ultima generación, no se ve reflejado en su totalidad en el mejoramiento y efectividad en el suministro de la información a la ciudadanía ni a los demás usuarios de ésta, debiendo acudir a diferentes fuentes, dependencias y/o funcionarios, para establecer la verdadera realidad tributaria de un determinado contribuyente, por cuanto, si bien no se ha alimentado la información al sistema de CCC, tampoco se ha implementado en las salidas mecanismos de alerta o informativos que permitan establecer en forma real el estado de cuenta de los contribuyentes. 

Frente a todo lo antes mencionado, es importante hacer referencia a la incidencia del componente tecnológico de la entidad, en razón a que no ha habido un apoyo efectivo tanto de la Dirección DDI como de la DSI, frente a los procesos señalados, en relación con el soporte tecnológico estratégico que éstas deben jalonar al interior de la entidad, pues no se puede entender fácilmente como la Entidad ha invertido altas sumas de recursos en modernización tecnológica y  automatización y aún existan procesos misionales con procesamiento de información manual, únicamente apoyados con herramientas de tipo ofimático, ocasionando altos niveles de riesgo en la información base para la toma de decisiones. 

Lo anterior  pone en evidencia una gestión antieconómica por las deficiencias estructurales en los componente de planeación organización, ejecución y control compartidas tanto por la DDI como por DSI, en razón a la deficiente definición, diseño e implementación de las herramientas computacionales tributarias y al procesamiento de la información, dado que ambas han estado realizando actividades de tipo cíclico, la primera solicitando funcionalidades, ajustes, reprogramaciones los aplicativo, la segunda desarrollando a solicitud de la primera, las dos realizan pruebas y están de acuerdo pero al momento de implementar(poner en funcionamiento real), no se logran satisfacer las necesidades existentes y para solucionarlas se continua nuevamente con el mismo ciclo, hecho que impacta negativamente la gestión de las áreas y la oportunidad y confiabilidad de la información.

2.5.6. GESTIÓN SISTEMAS DE INFORMACIÓN TRIBUTARIOS 

Sin desconocimiento que el alcance de la Auditoría Especial  era la evaluación al proceso de cobranzas, en atención a que los sistemas de información son de tipo institucional y están presentes en las demás áreas de la Entidad, se hizo necesario ampliar el horizonte con pro de emitir un concepto más universal sobre su gestión y la incidencia que éstos tienen en la toma de decisiones.

2.5.6.1 Generalidades

En atención a la naturaleza misional de los procesos de la DDI, es una de las dependencias de la Entidad que demanda una mayor intervención y protagonismo  del área de sistemas en actividades tales como: dotación y soporte técnico de las herramientas computacionales, comunicaciones, desarrollo del sistema integrado de información y procesamiento de la información del erario público, lo cual hace que las dos áreas deban trabajar de forma sincronizada, compartiendo objetivos y productos, específicamente en lo relativo a los instrumentos de servicio tecnológico para el suministro de información tributaria, a los clientes internos (dependencias de la SHD, entidades distritales, organismos de control), así como los externos (contribuyentes y entidades del orden nacional), hecho que en si mismo, representa uno de los procesos de vital importancia para el cumplimiento de la misión institucional de la Entidad, en lo referente al componente de los ingresos tributarios y la incidencia cifras en las decisiones macroeconómicas del Distrito Capital.

En ese orden de ideas, la seguridad en la operación de la plataforma tecnológica, la oportunidad y niveles de consistencia de la información, lo mismo que un adecuado sistema de control interno, adquieren magnitudes muy importantes de responsabilidad y control de los diferentes agentes operativos, con el fin de brindar los productos informáticos necesarios para el aseguramiento de la gestión de ingresos de la Ciudad. 

Respecto del accionar normal de las dependencias responsables del procesamiento electrónico de datos, se observa que en atención a los postulados de regulación, universalmente aceptados en materia del tratamiento de información a través de medios electrónicos, la DSI presenta deficiencias en la administración estratégica del proyecto del sistema integrado de información hacendario, hecho evidenciado en la fisuras de los medios de monitoreo y control del proyecto de desarrollo del referido sistema, en razón a que los componentes actualmente desarrollados y puestos en producción, aún no han logrado cumplir en debida forma con las expectativas del grupo de usuarios de los mismos, y en consecuencia, las dependencias actuantes, han optado por la realización de permanentes modificaciones y/o ajustes a los desarrollos del sistema de información, hechos que los protocolizan mediante solicitudes emanadas de los usuarios a través de un procedimiento ya establecido y que se ha convertido en una cultura del día a día, cambiando los roles de usuarios finales por los de analistas y los técnicos a solucionadores de problemáticas coyunturales y no estructurales como lo requiere la disciplina. 

En consonancia con lo anterior, el criterio técnico de medición de un sistemas de información es su especificación técnica, traducida en un modelo conceptual único, debidamente discutido, analizado, evaluado, estructurado con visión de futuro, debidamente publicitado y documentado por las partes actuantes, para que sea el punto de referencia tanto para la construcción de las herramientas computacionales a que haya lugar, como para adoptar las decisiones administrativas y técnicas necesarias para asegurar el éxito de la solución informática en pro de la solución de las problemáticas y necesidades de manejo de la información, tanto de los clientes internos como de los externos pero lo observado en las área actuantes, es que este modelo no existe o no es interpretado con unidad de criterio y en consecuencia los procesos de medición se hacen de forma subjetiva.

Actualmente, las DSI tiene establecidos como mecanismos de medición de los sistemas y/o componentes desarrollados,  unos porcentajes que en la mayoria de casos, se ubican arriba del 80% y en otros sobre el 95%, cifras que generan en el receptor de las mismas la sensación que todas la herramientas de los sistemas están prácticamente terminadas, no obstante, al realizar el ejercicio de establecer en concordancia con los porcentajes establecidos cuáles son las fuentes para determinarlos, no se encuentran bases técnicas soportadas del por qué o cómo se ha asignado este porcentaje, encontrado además que la dependencia encargada de este proceso, aduce que éste se estima con base en los requerimientos que están pendientes de desarrollar.

Paradójicamente, si se escucha la otra parte, es decir, a los usuarios,  la realidad es diferente y como ya se anotó, las modificaciones son permanentes y en consecuencia, nace la inquietud de si los porcentajes de medición son o no reales.  En este punto, es pertinente llamar la atención para que las dependencias actuantes tomen medias definitivas  a fin de establecer en forma técnica y concreta la forma como van a mediar el avance del desarrollo de los aplicativos, porque tal como se efectúa actualmente se ha caído  en un procedimiento cíclico, donde al no existir la definición clara tanto de los productos a obtener durante un determinado período o vigencia, como de los mecanismos de medición, genera que con todo los esfuerzos en un período determinado no se logrará cumplir con el anhelado 100%, o el efecto contrario, con pocas actividades se pueden lograr porcentajes significativos, en gran parte originados en la ausencia de un modelo conceptual claro y depurado, hechos que deben ser solucionados estructuralmente para que la gestión pueda ser evaluada de forma técnica, ratificando la necesidad que la dependencia técnica en informática asuma un rol más protagónico en la administración estratégica de las herramientas informáticas, a través de la cual se interprete las políticas de la alta dirección en dicha materia, estructure los correctivos necesarios, caracterice los productos que se desarrollan, adelante un adecuado control de calidad, documente las actuaciones y en general adopte las decisiones a que haya lugar en términos de oportunidad en pro de la obtención de productos de optima calidad.
2.5.6.2 Funcionalidad Sistema de Información Tributario SIT II

Con base en las diferentes visitas practicadas a la DSI, se corroboró que esta área tiene delegado un funcionario líder para cada componente del sistema del información, quien realiza las funciones de supervisión y control de los programadores, lo mismo que de en lace con las dependencias usuarias, que para el caso en evaluación es la DDI. 

La visita se orientó a conocer, desde la óptica técnica, cuál es a la fecha el estado de avance del desarrollo de los componentes del sistema de información integrado, con énfasis en los componentes tributarios, observándose que para el caso del sistema SIT II, el componente más significativo es la Cuenta Corriente Contribuyentes (CCC), por constituir, el centro de acopio de la información de declaraciones presentadas con y sin pago, lo mismo que la aplicación de pagos, para finalmente establecer un estado de cuenta por contribuyente y tipo de impuesto.

De igual forma,  se revisó lo concerniente al componente de integralidad con el aplicativo de contabilidad, respecto del cual la entidad afirmó que las estructuras y componentes técnicos están debidamente probados y entregados a producción para los impuesto de Predial  e ICA, pero actualmente está deshabilitada hasta tanto  no se termine el proceso de saneamiento de Ley 716, hecho que desde el punto de vista de beneficios de la herramienta, las dependencias usuarias actualmente, solamente tienen la expectativa de que los productos entren en funcionamiento. 

Desde el punto de vista del ambiente de producción, el sistema de cuenta corriente desde el contexto técnico en materia informática, está en funcionamiento normal con la información que es alimentada por mecanismos automáticos desde el módulo de soporte tributarios (declaraciones y  pagos) e interfase con el módulo RIT.   La funcionalidad está enmarcada  en el hecho que el módulo de cuentas corrientes contiene la información de la gran mayoría de los contribuyentes de los principales impuestos, la cual puede ser consultas a través de los reportes preestablecidos, sobre el estado de aplicación de pagos y los saldos por vigencia, por lo tanto, éstas constituyen un núcleo de información vital para el cumplimiento de la misión institucional, en consecuencia, el hecho de no tener controlada en debida forma la información referente a las operaciones técnicas y administrativas exógenas a los procesos automáticos, que contienen los datos de las actuaciones al tenor de lo establecido en el Estatuto Tributario  Distrital, caso especifico, actos oficiales en todas sus manifestaciones, ha ocasionado que éstas no cumplan con su finalidad y desdibuja la eficiencia de la herramienta.

En este punto, es pertinente señalar, que la funcionalidad a la que se hace referencia únicamente se ciñe al desempeño de la herramienta bajo el concepto de operatibilidad entre sus interfases, las estructuras de datos, procesos y cálculos de datos, sin tener en cuenta el estado y la consistencia de la información que tiene incorporada, lo mismo que la cantidad y oportunidad con que ello se realiza, hecho que es totalmente atribuible a las gestiones administrativas y no a las herramientas,, hecho que tampoco se tiene claro por parte de la entidad.

Con relación a los mecanismos de control interno implementados por la entidad en la CCC, se evidenció la existencia de procedimientos y mecanismos de registro de información de control mediante archivos tipo Log`s(huella), específicamente para los procesos de aplicaciones en cuenta corriente y saneamiento informático, a través de los cuales se deja evidencia de las acciones adelantan sobre los datos.

Con el ánimo de contextualizar, se entiende “saneamiento informático” como un  procedimiento administrativo y técnico ejecutado por la DDI, consistente en un proceso manual apoyado de un componente automático, módulo del sistema SIT II denominado “SANEAMIENTO”, a través de los cuales se modifica la información magnética tomada de los soportes tributarios (declaraciones) presentados, con el propósito de corregir posibles inconsistencias en sus datos y así habilitarlos para ser aplicados en las cuentas corrientes para que los valores y conceptos alli incluidos se reflejen en los respectivos estados de cuenta.  Este proceso se realiza a solicitud de parte, tanto a nivel de las dependencias internas como de los contribuyentes y se apoya administrativamente mediante expedientes físicos los cuales reposan en dicha área. 

Los cambios que se efectúan mediante este procedimiento a los datos de los soportes tributarios, una vez surtidos los pasos establecidos dentro del módulo automático, se aplican en línea  sobre las cuentas corrientes. En la actualidad, la dependencia responsable del procesos indicó que la parte automática está detenida temporalmente y sólo se está llevando a cabo el componente manual, en razón a la necesidad de no afectar las cuentas corrientes hasta tanto se efectúe el saneamiento de Ley 716, por lo tanto el proceso de evaluación se abordará una vez se reinicien las operaciones automatizadas.
2.5.6.3 Implementación del sistema integrado de información hacendario 

Según la dinámica observada con relación al funcionamiento del sistema, existen actualmente dentro de las diferentes áreas diversidad de apreciaciones respecto a limitaciones en los productos de información que este provee para la gestión, inconsistencias en la información y limitaciones en los componentes de integralidad, entre otros, razón por la cual ha tenido que acudir a permanentes cambios y/o modificaciones al sistema, tanto de las estructuras de información como de los componentes de programación de acuerdo a las necesidades, poniendo en evidencia limitaciones en el modelo conceptual frente a las necesidades reales de información de la Entidad. 

Como ya se anotó en informes pasados, éstas limitaciones se han originado con el avance del proyecto de estructuración del sistema integrado de información hacendario, deficiencias estructurales del modelo conceptual del sistema, el cual ha demostrado no estar decantado, analizado, ni estructurado con visión futurista para que acepte los cambios que se sucedan con la dinámica organizacional, sin perder su horizonte funcional y para subsanarlas la Entidad ha tenido que acudir a  permanentes desarrollos adicionales.  

Lo anterior, riñe con la concepción universal de desarrollos de sistemas de información, las cuáles prevén, que cada cambio estructural a un sistema de información que haya sido debidamente probado y puesto en producción, se aborden desde la perspectiva del sistema de versiones, premisas que no han sido tenidas en cuenta y a cambio de ellas se ha generado un proceso híbrido, donde paralelamente se está en producción y desarrollo, según las necesidades de los usuarios, hechos que han originado además dilataciones en la terminación y entrega definitiva de los productos, hasta el punto, que a la fecha no se conozca de manera oficial y técnica, cuándo se va a terminar el referido sistema, hechos que conllevan a que la información esté expuesta de forma permanente a altos niveles de riesgo.
De otra parte, producto de las revisiones en las áreas usuarias y tal vez a falta de un modelo debidamente estructurado se observan situaciones con los desarrollos, donde habiendo cubierto todas la etapas del mismo, al momento de poner en funcionamiento las herramientas, se dan cuenta que la información no está en condiciones de procesarse en éstos módulos, o en otos casos, se tiene que esperar a la terminación de otros módulos y/o procedimientos para luego entrar a implementarlas, ejemplo las herramientas de gestión, que estando desarrolladas desde el año 2003, a la fecha aún se están retomando nuevamente para su implementación.  Este tipo de actuaciones, si bien están sujetas a un adinámica técnica, ponen de manifiesto la existencia de deficiencias en los procesos de planeación y control del desarrollo de las mismas, por cuanto siendo temas muy relacionados el desarrollo técnico y la información, éstos no se armonizan en debida forma, por lo tanto se presentan estas situaciones que finalmente dejan a las dependencias usuarias como es el caso de cobranzas, sin herramientas alternativas para facilitar y controlar su gestión, evidenciándose lo ya referido anteriormente, en la necesidad de una administración estratégica de la solución, por cuanto se cayó en la solución del día a día y no se adoptan decisiones de fondo para solucionar las problemáticas.

En las condiciones actuales del sistemas de información SIT II,  si bien existen eventuales deficiencias en sus componentes, sobre todo en los de la integralidad, principalmente porque la Entidad no la ha definido de forma clara cuál es su alcance y su finalidad, es pertinente hacer un llamado a todos los actores, a que deslinden  las funciones, respecto de cuántos y cuáles son las fallas de funcionalidad de los sistemas en sus componentes técnicos, de las pertinentes a inconsistencias de la información, atraso en incorporación de los datos, deficiencias en estandarización de datos antiguos, procesos manuales y/o mixtos y en general de los eventos que afectan la información tributaria, el fin de poder definir responsabilidades puntuales y tomar medidas definitivas a las problemáticas relacionadas.

Congruente con lo anterior, se observa con preocupación como se ha venido gestando una cultura en las áreas operativas, que se fundamente en que aquellas actividades u operaciones que no se puedan gestionar en términos normales, se le endilguen en forma despectiva a “fallas en los sistemas”, con términos abocados desde una perspectiva universal, sin fundamentación técnica, olvidando que los sistemas son en si mismos elementos inertes y por lo tanto,  no toman decisiones y que en esencia,  son herramientas de medio y no de fin, pretendiendo con ello diluir las responsabilidades frente a las deficiencias en la gestión, tanto del área técnica como de los usuarios, porque el diseño es conjunto, y no se asumen como retos a superar para que se conviertan en verdaderas herramientas de apoyo para la gestión. 

2.5.8 ASPECTOS POSITIVOS DE LA GESTIÓN 
Uno de los aspectos que merece darle un reconocimiento especial, son los avances que en materia de acercamiento de la información a la comunidad, que  se ha liderado desde la alta dirección y a cuyo reto han iniciado las dependencias involucradas como es el caso de la DDI y DSI, específicamente por la generación y disposición de gran parte de los formularios sugeridos de los impuestos de vehículos y predial para la vigencia 2006, estados de pagos vigencia 2005 y  pagos por medios electrónicos, hechos que se han visto retribuidos en la disminución de las filas de la ciudadanía en busca de los datos para el cumplimiento con las obligaciones tributarias ante la SHD, que igualmente se verán reflejados en las cifras macroeconómicas de la Entidad en materia de ingresos y en el forjamiento de una nueva cultura tributaria a partir del uso de los medios electrónicos, tanto de pagos como del acceso a la información institucional que indirectamente fomenta credibilidad en las instituciones, especialmente por el acercamiento de la información y la socialización de las actuaciones con especial énfasis en la ciudadanía.
2.5.9 HALLAZGO DE LA GESTION DE LOS SISTEMAS DE INFORMACIÓN
Hallazgo Administrativo: Realizadas las anteriores precisiones y analizadas cada uno de los aspectos de los principales componentes de los sistemas de información, desde el punto de vista de la gestión de éstos, se observan las siguientes deficiencias:

Uno de los aspectos que más incide en la gestión de los sistemas de información específicamente en la DDI, son las limitantes en cobertura y flexibilidad que se han evidenciado en el modelo de la herramienta informática ideada por la Entidad, manifestadas en el no establecimiento de forma clara tanto de los componentes internos como de los productos del mismo, ocasionando con ello, que se presenten de forma reiterada ambigüedades y/o expectativas en los usuarios con relación al sistema y los productos que éste no satisface, ya sea bien puede o no estar en condiciones técnicos de cumplirlos, o por encontrarse fuera del modelo, hechos que no han sido técnicamente establecidos y por consiguiente no han podido ser solucionados en debida forma.

No están plenamente  definidas los limites funcionales entre la DDI y la DSI en cuanto a los procesos de implementación y los ajustes a realizar a los sistemas de información, en razón a que la primera, con la visión de usuario final, tienen de sus propios requerimientos y/o necesidades de ajustes o desarrollos, que bien pueden o no estar en concordancia con el modelo funcional del sistema y/o ser de índole coyuntural, pero la segunda tampoco tiene claro el marco de referencia pero adelanta los desarrollos técnicos, hecho que ha generado desgaste administrativo y técnico de aparte de la Entidad en conjunto, con el respectivo riesgo que éstas no contribuyan a solucionar de fondo las problemáticas.  En este orden de ideas, se llama la atención para que la DSI sea más activa estratégicamente frente a no limitarse solamente a brindar apoyo técnico y tecnológico a las dependencias, sino a un empoderamiento proyectado hacia lograr portabilidad y escalabilidad de las soluciones y no quedarse en el ejercicio de realizar ajustes de forma continua. 

No están debidamente armonizados los procesos de desarrollo de software con los de estandarización de la información, en especial con datos residentes en los sistema antiguos, aspectos manifestados en que al momento de entrar éstos a producción, se haga necesario recurrir a largos y traumáticos reprocesamientos de información, con los correspondientes cuellos de botella en los equipos servidores y el impacto negativo en el tiempo de respuesta en la atención al público, siendo éstos hechos que técnicamente pueden ser perfectamente predecibles con base en los análisis que previamente deben ser efectuados sobre los inventarios de  registros que la entidad posee y su capacidad de procesamiento y almacenamiento, con respecto a los procesos que se va a implementar a futuro.

No existe un documento maestro del proyecto de desarrollo de los componentes del sistema integrado de información, que contenga los mecanismos de seguimiento, medición y control de productos y actividades, a través del cual, se puedan realizar evaluaciones objetivas respecto de su avance, lo mismo que de los diferentes  replanteamientos, modificaciones, actualizaciones y en general de la evolución histórica del proyecto desde su inicio.

La mayoría de traumas en el reporte y consolidación de la información base para la toma de decisiones, lo mismo que para el suministro a otros entes,  sin descartar eventuales fallas en los aplicativos, en gran parte se deben a inconsistencias y/o deficiencias en la información, provenientes de diferentes fuentes así: 
· Deficiencias en los procesos de lectura óptica y procesamiento de los soportes tributarios (declaraciones comercializables).

· Errores u omisiones en datos de parte de los contribuyentes en los soportes tributarios.

· Demoras en los procesos de saneamiento de la información.

· Atrasos en la incorporación de la información de carácter interno conocidos como actos oficiales y su integración con las cuentas corrientes, originando que para los casos en que existan este tipo de actuaciones, los saldos suministrados por las cuentas corrientes, no concuerdan con la realidad tributaria de los contribuyentes y en consecuencia afectan las cifras de cartera, contabilidad, cobranzas, entre otras, sin que ello signifique fallas en la operación técnica de los aplicativos pero que si afectan negativamente la gestión de la Entidad.

La entidad debe definir en forma definitiva tanto técnica como administrativamente, bajo qué contexto se debe entender el sistema integrado de información, a fin de evitar ambigüedades y/o percepciones subjetivas frente a los productos esperados de los sistemas, especificando claramente:  datos y/o registros integradores, direccionalidad de los mismos, módulos y/o sistemas que estarán integrados, alcances administrativo y funcional de la integralidad, limitaciones,  y lo más importante, a partir de que fecha finalmente la Entidad podrá contar con su este servicio.

No existe un plan administrativo ni técnico para tratamiento de la información de los documentos tributarios, que con el paso del tiempo requieren ser tratados desde el punto de vista de información histórica, datos que estando depurados y aplicados han cumplido un ciclo y por lo tanto, pueden estar residentes en bases de información alternas con accesos preferentes y mecanismos de intercambio de datos automático entre los diferentes sistemas, pero en todo caso, con operación independiente a las bases de información que soportan del servicio en línea, a fin de descongestionar y optimizar los servicios de atención al público, mejorar los tiempos de respuesta y facilitar los procesos de gestión sobre la información de la entidad, en razón a que tal como se opera actualmente, para hacer una modificación y/o actualización de un limitado grupo de datos, se tiene que acudir a procesamientos sobre todo el conjunto de datos que se ha generado desde que inicio el actual sistema de recaudo, el cual se advierte que de no  adoptarse un plan en tal sentido de manera oportuna, con los actuales niveles de carga datos en los sistemas de información, la plataforma informática(servidores) a futuro, estará expuesta riesgos tales como: tiempos de respuesta críticos en los componentes del servicio en línea,  a causa de procesos dispendiosos de  búsquedas sobre las base de datos por los grandes volúmenes almacenados en éstos, procesos batch(lotes) de gran tamaño que consumen grandes cantidades de recursos de tiempo, procesamiento y almacenamiento, ocasionando cargas innecesarias de la plataforma con alto riesgo de colapsar con consecuencias no previstas que se revertirán en forma negativa en la prestación eficiente de los servicios informáticos de la entidad.

En lo pertinente a la seguridad global de la plataforma informática, la entidad aún no cuenta actualmente con un plan de continuidad de las operaciones informáticas como contingencia ante riegos potenciales que pueden materializarse en forma eventual y que por la criticidad de los mismos e importancia de la información para el distrito capital, pueden afectar las  operaciones automatizadas, a causa de la existencia de riesgos no controlados en debida forma ocasionando que la información institucional esté expuesta a vulnerabilidades, cuyo impacto puede ser altamente negativo tanto para la Entidad como la del Distrito en General. 

En relación con la operatividad de la plataforma informática de equipos de trabajo pesado (servidores y comunicaciones), por ser un tema que cobija la totalidad del procesamiento electrónico datos, su evaluación se abordará posteriormente de manera específica. 

Las inconsistencias señaladas contravienen lo dispuesto en el Artículo 2, numerales (b), (d), (e) y (f) y Artículo 12, numeral (g) de la Ley 87 de 1993, en concordancia con el Artículo 21º del Decreto 2145 de 1999, en lo pertinente a “Sistemas de Información Institucional”, “.. el Sistema de Desarrollo Administrativo y el Sistema General de Información Administrativa, los cuales deben fundamentarse en criterios de confiabilidad e integridad”, en razón a que éstas son originadas en debilidades del sistema de control interno imperante en las áreas actuantes y los procesos evaluados, principalmente en los componentes de Planeación, Organización,  Ejecución y Control, de las actividades relativas al procesamiento electrónico de datos, el desarrollo de los sistemas de información y los procesos de implantación de los mismos, aspectos que traen como consecuencia impactos negativos en la consistencia, oportunidad y confiabilidad de los datos tributarios, hechos que adicionalmente repercuten negativamente en la gestión de las finanzas distritales.

2.6 Componente Contable
Para el Componente Contable se evalúo la cuenta Rentas por Cobrar y el resultado consignado en el informe de la auditoria gubernamental con enfoque integral modalidad regular de la Contraloría de Bogotá, realizada en el mes de mayo de 2006. No obstante, es importante señalar que la auditoría especial evalúo la gestión de cobro relacionada con el impuesto de industria y Comercio y que frente a este tema los hallazgos fueron discutidos con la administración y deben considerarse en el Plan de mejoramiento respectivo.
3.  ANEXO 1

TABLA DE HALLAZGOS DETECTADOS Y COMUNICADOS

	TIPO DE HALLAZGO
	CANTIDAD
	MILLONES
	REFERENCIACION

	ADMINISTRATIVOS


	3
	
	2.2.1, 2.2.2, 2.5.9

	FISCALES
	10
	$4.700.536.436
	2.3.3,  2.3.4, 2.3.5, 2.3.6, 2.3.7,  2.3.8,  2.3.9,  2.3.10,  2.3.11,  2.3.12

	DISCIPLINARIOS


	12
	
	2.3.13;    2.4.1
2.3.3,  2.3.4, 2.3.5, 2.3.6, 2.3.7,  2.3.8,  2.3.9,  2.3.10,  2.3.11,  2.3.12

	 PENALES


	0
	
	

	TOTAL


	25
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� Estados Contables Secretaria de Hacienda Distrital a Diciembre 31 de 2005


� Información suministrada por la Dirección Distrital de Impuestos de la Secretaria de Hacienda de fecha Mayo 15 de 2006.


� Estatuto Tributario de Bogotá – Capítulo II Impuesto de Industria y Comercio artículo 32





� Ibidem artículos 36 y 37


� El primer vencimiento de la estrategia “Acuerdos Amorosos” junio 2005


�Informe Cualitativo de Gestión 2005 - Subdirección de Impuestos a la Producción y al Consumo - DDI _SHD








� Las rentas por cobrar constituyen el valor que los contribuyentes adeudan al distrito Capital por concepto de los diferentes impuestos y tributos que administra la Dirección Distrital de impuestos. Se clasifica de acuerdo con la antigüedad de la deuda, la cual se establece a partir de la fecha de presentación de la declaración o del momento en que adquieren firmeza los actos oficiales que la originaron de conformidad con el marco conceptual establecido por la Contaduría General de la Nación. Se clasifican, así:  


Vigencia actual: representa los impuestos pendientes de pago liquidados por los contribuyentes en declaraciones privadas presentadas durante la vigencia a la cual corresponde la liquidación.


Vigencia Anterior: Agrupa los valores pendientes de pago liquidados por los contribuyentes en las declaraciones presentadas durante el año inmediatamente anterior.


Difícil recaudo: Deudas que están a punto de prescribir o prescritas y cuya oportunidad para iniciar el proceso de cobro es muy limitada.





� Estados Contables Secretaria de Hacienda Distrital a Diciembre 31 de 2005


� Ibidem aparte del Informe “II UNIDAD DE COBRANZA DETALLE DE PROGRAMAS O ACTIVIDADES” presenta un total de nits de 30.873, es decir presenta una diferencia de 5.663 NITS. En el TABLA se toma la suma real. 
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